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RESUMEN EJECUTIVO
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En Nicaragua, desde el regreso al po-
der del FSLN, se ha experimentado un 
retroceso democrático. La adminis-
tración pública ha sido completamente 
centralizada en el Poder Ejecutivo, el Go-
bierno Central, y el mismo partido FSLN, 
a través de las figuras de Daniel Ortega 
y Rosario Murillo, presidente y vicepresi-
denta, respectivamente, incluyendo los 
gobiernos municipales; pero desde 2018 
este fenómeno ha empeorado. 

El gobierno del FSLN se ha caracteri-
zado por ser reacio a la rendición de 
cuentas, a la transparencia en su ges-
tión pública y desde el inicio de su man-
dato se empezó a percibir el cierre de los 
espacios de auditoría social. Se fueron 
cerrando poco a poco las Oficinas de 
Acceso a la Información Pública (OAIP), 
quedando solamente algunas como las 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico, Banco Central de Nicaragua, entre 
otras.

La corrupción, medida a través del 
Índice de Percepción de Corrupción 
(CPI), ha estado en sus niveles his-
tóricos más altos; la transparencia y 
rendición de cuentas de las finanzas del 
gobierno central se han visto estancada 
en niveles insuficientes de información. 
Además, la apertura sobre el uso de los 
recursos municipales es mínima.  
La corrupción y falta de transparencia 
del gobierno central ha salpicado a los 
gobiernos municipales, la gran mayoría 
son gobernados por el FSLN.

El actual CPI es comparable desde 2012 
y evidencia como el país ha caído en su 
puntuación de 29, en ese año, hasta 20 
en la última medición de 2021, la cual 
también es la puntuación más baja que 
ha tenido en la historia. Ocupa la posi-
ción No. 164 de 180 países. Nicaragua 
es el segundo país más corrupto de la 
región latinoamericana, solo superado 
por Venezuela (14 puntos en 2021).

Nicaragua se encuentra entre los paí-
ses que brindan información y vigi-
lancia limitada sobre los presupuestos; 
mientras que el pilar de participación 
ciudadana se encuentra en los países 
que brindan pocas o nulas oportunida-
des según la Encuesta de Presupuesto 
Abierto (OBS del IBP). La International 
Budget Partnership (IBP) subraya que 
para que la sociedad pueda debatir de 
manera adecuada sobre las decisiones 
del uso de los recursos del gobierno cen-
tral, es necesario una puntuación de al 
menos 60 puntos en el pilar de la trans-
parencia presupuestaria (OBI). En este 
sentido, Nicaragua nunca ha cumplido 
con este indicador desde 2006, ni siquie-
ra en el año que obtuvo mejor puntuación 
(46 puntos en 2015).

Al comparar los datos del OBI (Índice de 
Transparencia Presupuestaria) y el CPI 
(Índice de Percepción de Corrupción) por 
países, podemos notar que existe una 
fuerte relación entre ambos. Es decir, 
mayores niveles de transparencia pre-
supuestaria significan menores niveles 
de corrupción.

Transparencia y rendición 
de cuentas de los gobiernos 
municipales

Desde mediados de 2018, la información 
sobre los presupuestos municipales es 
mínima. El acceso que existía sobre este 
tipo de estadísticas ha sido cerrado y 
actualmente es difícil conocer los datos 
exactos sobre el uso de los recursos en la 
comuna. Si bien es cierto, la información 
sobre las contrataciones de las alcaldías 
se sigue publicando, se desconoce cuá-
les son los gastos e ingresos individuales 
que tienen cada una de ellas. 

El sondeo realizado por Urnas Abiertas a 
773 personas de su red voluntaria en 143 
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municipios muestra que muy pocas per-
sonas conocen información del presu-
puesto público de su localidad. 

Al preguntar sobre si la alcaldía había 
publicado en algún medio local o na-
cional información sobre el presupues-
to de 2021 o el actual de 2022. A este 
respecto el 67% contestó que no, el 
27% que no sabía y solamente en 6% 
indicó que la alcaldía publicó informa-
ción presupuestaria, lo cual claramente 
deja ver que no hay un sistema claro de 
divulgación sobre la información de los 
presupuestos municipales. 

Respecto a la participación ciudadana, 
los resultados generales muestran que 
la gran mayoría de las personas consul-
tadas creen que la población tiene poco 
margen de incidencia en las decisiones 
de los gobiernos locales. El 80% cree 
que los mecanismos de participación 
no permiten que la ciudadanía pueda 
incidir en las decisiones de la gestión 
municipal. 

Solamente el 14% de las personas en-
cuestadas mencionó que sabía sobre 
cabildos que la alcaldía había celebra-
do entre 2021 y mediados de 2022, 
no obstante, solo tres personas dije-
ron haber participado de estos. El 54% 
contestó que no había asistido a un 
cabildo y el 32% que no sabía si habían 
realizado en su municipio.

En cuanto a la supervisión en el uso 
de los recursos públicos se encuentra 
que la labor que realiza la Contraloría 
General de la República (CGR) no es 
suficiente pues entre 2011 y 2020 esta 
entidad ha auditado anualmente en pro-
medio al 58% de las instituciones muni-
cipales. Entre 2011 y 2014 el promedio 
anual fue del 37%, entre 2015 y 2017 un 
86% y entre 2018 y 2020 un 58%.

Según la información reportada por los 

informes de gestión de la CGR, entre 
2015 y 2020, se encontraron respon-
sabilidades en funcionarios de 71 Alcal-
días. En estas se dieron “responsabilidad 
administrativa” a 319 trabajadores muni-
cipales, mientras que 237 dieron “respon-
sabilidad civil”, y 49 fueron señalados con 
“presunción penal’’. En algunos casos las 
responsabilidades se catalogan en ad-
ministrativas y civiles pues pertenecen a 
ambas categorías. 

Para esta investigación, se hizo una bús-
queda en el sitio web de la CGR de todas 
las resoluciones que implicaban presun-
ción de responsabilidad penal, según los 
informes de gestión de esta institución, 
logrando encontrar 21 de las 29 resolu-
ciones. De los 21 casos encontrados, en 
10 hubo perjuicio económico por más 
de un millón de córdobas. 

De los 21 casos encontrados con presun-
ción de responsabilidad penal, 14 de ellos  
implican a los alcaldes que ejercían su 
función en el período auditado. Hubo 10 
casos con cifras millonarias (más de un 
millón de córdobas) en perjuicio económi-
co. En estos, se les otorgó presunción de 
responsabilidad penal a todos los alcaldes 
en función

Se logró constatar que en la mayoría de 
los casos, estas resoluciones de presun-
ta responsabilidad penal, no siguieron el 
curso establecido de las investigaciones 
y fue desvanecido.

A pesar de los bajos niveles de transpa-
rencia y rendición de cuentas que existen 
en el país en general, y en las alcaldías en 
específico, apenas un total 1.5 millones 
de dólares fueron investigados en perjui-
cio económico en los últimos años contra 
las alcaldías. La CGR realiza acciones 
de menor impacto que no resuelven ni 
de manera estructural ni coyuntural 
el estado precario de la transparencia 
municipal.
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Los casos detectados por la CGR están 
vinculados principalmente a malver-
sación y desvío de fondos públicos. En 
menor medida también se observaron a 
funcionarios que utilizaron su cargo para 
obtener beneficios personales o a terce-
ros, ausencia o manipulación de sopor-
tes financieros y uso inadecuado de las 
Transferencias Municipales. Sin embar-
go, las auditorías se limitan a revisiones 
financieras, mientras que la ciudadanía 
no tiene mecanismos de denuncias para 
que la corrupción local sea prevenida, 
investigada y sancionada.

Índice de Transparencia  
Municipal

Todos los municipios presentan los mis-
mos niveles de información presupues-
taria. En cuanto a sistemas tecnológicos 
de publicación de información, todos 
publican información en su red social 
Facebook; pero en cuanto a sitio web, las 
siguientes alcaldías no tienen activa o no 
divulgan información desde hace más de 
3 años: Boaco, Jinotepe, León, Masaya, 
Ocotal, Rivas, San Carlos y Somoto.

En cuanto a la información de contratacio-
nes, todos publicaron sus Planes Genera-
les de Contrataciones, sin embargo, Rivas 
y San Carlos, por motivos desconocidos 
solamente publicaron 2 procesos sin dar 
a conocer información sobre a quiénes se 
les adjudicó.

En cuanto a la supervisión por parte de 
la CGR, en 2020 (último año que se tiene 
información sobre el trabajo de esta ins-
titución) se identificó que tanto Bluefields 
como Puerto Cabezas, no fueron audita-
dos.

En cuanto a la participación ciudadana, 
que es el pilar más débil, se logró encon-

trar, teniendo en cuenta el sondeo reali-
zado por UA a su red ciudadana, que so-
lamente en 6 municipios se detectó algún 
tipo de participación de los encuestados 
en cabildos municipales. 

Según el Índice de Transparencia Munici-
pal, construído por Urnas Abiertas, todas 
las alcaldías de las 17 cabeceras depar-
tamentales se catalogan con “Poca” 
o “Casi nada” de transparencia en la 
rendición de cuentas. Managua es la 
alcaldía con mayor puntaje, mientras que 
Bluefields y Puerto Cabezas presentaron 
los peores desempeños.
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INTRODUCCIÓN
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Nicaragua como Estado-nación, es 
una sociedad relativamente joven. Con 
la firma del acta de independencia de 
América Central en 1821, nace el intento 
de la gran nación centroamericana, que 
termina en 1838 con la separación, pri-
mero de Nicaragua y sucesivamente los 
demás países. 

Desde entonces, el país ha tenido perío-
dos de inestabilidad caracterizados por 
el caudillismo político, donde el Estado 
y sus instituciones no han podido lograr 
los objetivos económicos y sociales que 
se esperan para lograr un crecimiento 
sostenible en un país. 

A pesar de los pocos avances en justi-
cia social, ambiental y económica, entre 
1991 y 2007 se intentó fortalecer la ins-
titucionalidad para lo cual se avanzó en 
la aprobación de un marco jurídico con 
el fin de brindarles mayor eficiencia que 
se reflejara en el impacto de las políticas 
públicas. Asimismo, se promovió la lucha 
contra la corrupción con una serie de 
acciones estatales entre las que desta-
can la aprobación de la Ley de probidad 
de los servidores públicos (Ley 438), la 
Ley de acceso a la información pública 

(Ley 621), entre otras. 

A partir del arribo al poder del partido 
Frente Sandinista de Liberación Nacio-
nal (FSLN), los niveles de corrupción en 
el sector público incrementaron. Según 
el Índice de Percepción de Corrupción 
(IPC), elaborado por Transparencia Inter-
nacional, entre 2012 y 2021 Nicaragua 
bajó su puntuación de 29 a 20 puntos, 
siendo el segundo país de Latinoamérica 
con la percepción más alta en corrupción, 
solo por debajo de Venezuela.

El gobierno del FSLN se ha caracteriza-
do por ser reacio a la rendición de cuen-
tas, a la transparencia en su gestión 
pública y desde el inicio de su mandato se 
empezó a percibir el cierre de los espacios 
de auditoría social. Se fueron cerrando 
poco a poco las Oficinas de Acceso a la In-
formación Pública (OAIP), quedando sola-
mente algunas como las del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, Banco Central 
de Nicaragua, entre otras.

El poder actualmente se encuentra con-
centrado en el Poder Ejecutivo, el Go-
bierno Central, y el mismo partido FSLN, 
a través de las figuras de Daniel Ortega y 

Foto: Giomar Irías, directora ejecutiva de INIFOM, uno de los entes del FSLN que controla los  
gobiernos municipales. Crédito: Cortesía.

1. Ver: OEA :: Secretaría de Asuntos Políticos (oas.org)

https://www.oas.org/es/sap/dgpe/guia_nicaragua.asp
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Rosario Murillo, presidente y vicepresi-
denta, respectivamente. Esto conlleva a 
que la Contraloría General de la Repúbli-
ca, ente encargado de revisar y auditar 
el uso de los recursos públicos, tenga un 
papel silencioso, al contrario de lo que 
fue durante los años noventas e inicios 
del dos mil, cuando se enfrentó a una de 
las gestiones más corruptas de la histo-
ria reciente del país, la del ex presidente 
Arnoldo Alemán Lacayo.

De igual forma la participación ciuda-
dana ha quedado relegada a los simpa-
tizantes del partido gobernante, pues 
no hay evidencia de que las leyes que se 
aprueban en la Asamblea Nacional, o las 
diferentes políticas públicas sean discu-
tidas con los diferentes sectores de la 
población. Más bien, el gobierno central 
ha visto en la “sociedad civil” un actor de 
oposición desde el inicio de su mandato. 

El país desde el regreso al poder del FSLN 
ha sufrido un retroceso en el proceso de 
descentralización que se generó a partir 
de los años 90. El progreso en la descen-
tralización municipal surgió para pro-
mover el desarrollo local a partir de las 
fortalezas y oportunidades que presen-
tan los mismos municipios, que se logran 
identificar de las necesidades propias. 
Este paradigma ha dejado de ser la guía 
para la gestión municipal, sobre todo de 
aquellos municipios gobernados por el 
FSLN, que son la mayoría.

Diferentes investigaciones apuntan a que 
los gobiernos municipales responden a 
instituciones del gobierno central como 
el Instituto Nicaragüense de Fomento 
Municipal (INIFOM), el Fondo de Inversión 
Social de Emergencia (FISE) y a los mis-
mos secretarios políticos departamenta-

les, que a la vez responden a la secretaría 
del partido FSLN. 

La corrupción y falta de transparencia 
del gobierno central ha salpicado a los 
gobiernos municipales. En el actual con-
texto nacional de violaciones a los dere-
chos humanos, concentración de poder y 
fraudes electorales, es necesario brindar 
evidencia de la corrupción que se genera 
en los gobiernos locales de Nicaragua y 
la falta de transparencia sobre la gestión 
municipal. 

Este documento tiene como objetivo 
principal brindar evidencia sobre la falta 
de transparencia en la gestión municipal, 
mostrar el estado de ésta e identificar 
casos de corrupción que han surgido a lo 
largo del período estudiado.

El informe cuenta con 7 apartados prin-
cipales, los primeros tres responden al 
resumen ejecutivo, introducción y meto-
dología; los siguientes son la parte prin-
cipal del estudio, en el punto 4. Situa-
ción de la corrupción, transparencia y 
rendición de cuentas en Nicaragua se 
analizan los principales índices regionales 
y mundiales que dan cuenta del esta-
do de la transparencia en el país a nivel 
general; en el punto 5. Transparencia y 
rendición de cuentas en los gobiernos 
municipales de Nicaragua se presenta 
el estado de la transparencia a nivel mu-
nicipal en lo que refiere a la información 
presupuestaria, participación ciudadana 
y supervisión en el uso de recursos pú-
blicos; en el punto 6. Índice de trans-
parencia y rendición de cuentas en 
alcaldías de Nicaragua se presenta un 
índice basado en los aspectos analizados 
en el punto 5; para cerrar con reflexiones 
finales.

2.En 2017 ganaron de manera anómala 135 alcaldías. En el período municipal 2018-2023 se  
contabilizan 7 de 18 alcaldías opositoras tomadas por el FSLN, en 2018 ocurrió en el  
municipio de Mulukukú en la Costa Caribe Norte cuando el alcalde Apolonio Fargas fue  
detenido arbitrariamente, en 2020 en el municipio de Wiwilí en Jinotega, cuando se le abrió  
un proceso judicial-administrativo a la alcaldesa Reyna Hernández y en 2022 se dieron las  
tomas ilegales y arbitrarias en Santa María de Pantasma, San Sebastián de Yalí y El Cuá, en  
Jinotega; Murra en Nueva Segovia; y El Almendro en Río San Juan. Además, hay otras  
alcaldías gobernadas por el PLC que se señalan de estar bajo el mando del oficialismo.
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Esta investigación es de tipo documental, 
basado en la información pública disponi-
ble de las entidades estatales de Nicara-
gua. 

Para mostrar el estado de la Transparen-
cia en la gestión municipal se hizo una 
revisión de información publicada refe-
rente a los municipios en tres esferas:

·	 Información municipal: se revisaron las 
páginas web oficiales donde se supone 
debe encontrarse la información munici-
pal, tal como: 

	» planes de desarrollo o planificación 
estratégica; 

	» presupuestos municipales aproba-
dos y ejecutados; 

	» contrataciones municipales 

·	 Participación ciudadana: se aplicó 
encuesta y entrevistas con líderes terri-
toriales, quienes brindaron información 
sobre el desarrollo de los cabildos muni-
cipales. 

·	 Supervisión formal de recursos munici-
pales: se revisó la información reportada 
por la Contraloría General de la República 
en sus informes de gestión institucional 
para detectar las auditorías realizadas a 
las alcaldías y sus hallazgos.

Los casos de corrupción presentados son 
los que están incluidos en las diferentes 
resoluciones aprobadas por el Consejo 
Superior de la Contraloría.

Se aplicó una encuesta 
virtual en 143 municipios 
del país, con un prome-
dio de 4 respuestas por 
municipio para un total 
de 773 encuestas. 

Las 773 encuestas se aplicaron a perso-
nas con conocimiento de la gestión mu-
nicipal en su territorio, con el objetivo de 
indagar sobre la convocatoria y ejecución 
de cabildos locales, así como de la publi-
cación de información física en las Al-
caldías, y los mecanismos de corrupción 
más utilizados.

El muestreo fue diseñado para ser re-
presentativo a nivel nacional, se tomó la 
población mayor de 15 años aproximada-
mente 4,598,632 de personas (Anuario 
Estadístico INIDE, 2021), estimándose 
una muestra de 765 encuestas con un 
intervalo de confianza del 5% y un nivel 
de confianza del 99%. Al no poder levan-
tar información en 10 municipios, se tuvo 
que incrementar el número de encues-
tas en los 143 restantes así que se logró 
mantener un tamaño de muestra superior 
al estimado inicialmente, para un total de 
773 encuestas realizadas.

Debido al contexto de represión y para 
garantizar la seguridad de las y los en-
cuestados y encuestadores, se entre-
vistaron redes de confianza, priorizando 
la selección de informantes calificados, 
intentando de esta manera disminuir el 
sesgo que esta metodología puede re-
presentar.  
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Corrupción 

Tratar de medir los niveles de corrupción 
en el sector público de un país ha sido 
una labor que ha venido haciendo por 
más de 25 años la organización Transpa-
rencia Internacional, a través del llama-
do Índice de Percepción de Corrupción 
(CPI por sus siglas en inglés). Este índice 
recoge las percepciones de expertos de 
cada país que participa en el estudio y 
toma en cuenta datos que proceden de 
distintas instituciones de prestigio como 
el Banco Mundial, Fondo Monetario Inter-
nacional y el Foro Económico Mundial. El 
CPI toma en cuenta los siguientes tipos 
de corrupción: 

·	 Soborno,
·	 Malversación de fondos públicos,
·	 Funcionarios que utilizan su cargo 

público para obtener lucro personal sin 
afrontar las consecuencias,

·	 Capacidad de los gobiernos para preve-
nir la corrupción en el sector público,

·	 Excesiva burocracia en el sector 

público que puede incrementar las 
oportunidades de ejercer la corrup-
ción,

·	 Nepotismo en los nombramientos de 
funcionarios públicos,

·	 Legislación que garantice la transpa-
rencia en las declaraciones de finanzas 
personales y posibles conflictos de 
interés en los cargos públicos,

·	 Protección legal de denunciantes de 
casos de soborno y corrupción,

·	 Captura del Estado por intereses priva-
dos,

·	 Acceso a la información sobre asuntos 
públicos de interés ciudadano y activi-
dades de gobierno.

El actual CPI es comparable desde 2012 
y evidencia como el país ha caído en su 
puntuación de 29, en ese año, hasta 20 
en la última medición de 2021, la cual 
también es la puntuación más baja que 
ha tenido en la historia. Ocupa la posición 
No. 164 de 180 países. Nicaragua es el 
segundo país más corrupto de la región 
latinoamericana, solo superado por Ve-
nezuela (14 puntos en 2021).

Foto: Fachada de la Contraloría General de la República, órgano encargado de velar por la  
fiscalización y rendición de cuentas del uso de bienes y recursos públicos.  
Crédito: Cortesía Nicaragua Investiga.  

https://www.transparency.org/es/press/2021-corruption-perceptions-index-press-release
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El último reporte de Transparencia Inter-
nacional (2021) menciona a Nicaragua, 
como la tercera dictadura de la región. 
El FSLN, a partir de su regreso al poder 
en 2007, implementó varias reformas 
en la ya frágil democracia del país, con-
centrando todo el poder en el Ejecutivo. 
La reelección indefinida, la postulación 

El mismo informe de Transparencia Inter-
nacional menciona que existe una estre-
cha relación entre los niveles de corrup-
ción (visto a través del CPI) de un país y 
la restricción de libertades civiles:

Existe un fuerte vínculo 
entre un alto nivel de 
corrupción en el Índice y 
la restricción de las liber-
tades civiles. Aunque hay 
excepciones, en la mayoría 
de los casos la relación es 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por Transparencia 
Internacional (2022)

Gráfico 1. Historial Índice de Percepción de la 
Corrupción en Nicaragua

a cargos públicos sin restricciones de 
parentesco, el cierre de la información 
pública que genera la mayoría de las 
instituciones del Estado, entre otras, han 
sido algunas de las acciones que han 
provocado el aumento histórico de los 
niveles de corrupción. 

causal en ambas direc-
ciones: a más corrupción, 
más probabilidad de vul-
neración de las libertades 
civiles. En sentido inverso, 
la falta de libertades civiles 
dificulta la lucha contra la 
corrupción.  
(Transparencia Internacio-
nal, 2022, pág. 9)
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Transparencia

La transparencia del sector público se 
relaciona con la apertura de la infor-
mación generada por sus entidades. No 
existen indicadores que midan los niveles 
generales de transparencia de los secto-
res públicos, aunque en algunos países 
han desarrollado metodologías como en 
Costa Rica, Ecuador y Colombia3.

3.Para Colombia, véase: Índice de Transparencia de las Entidades Públicas Enero de
2015 a abril de 2016 - Transparencia por Colombia (transparenciacolombia.org.co)
Para Costa Rica, véase: Índice de Transparencia del Sector Público (dhr.go.cr)
Para Ecuador, véase: Índice de transparencia (cpccs.gob.ec)

sitios web activos, y en donde la mayoría 
publica notas de prensa de actividades 
relacionadas a su institución, así como 
documentos elaborados por las mismas.

Respecto a la participación ciudadana, es 
sabido que el marco jurídico, sobre todo la 
Ley de participación ciudadana (Ley 475), 
brinda instrumentos para que la población 
participe en el proceso de formación de 
políticas públicas (leyes, estrategias, etc); 
sin embargo, el contexto político del país 
ha cerrado las puertas a un verdadero 
proceso con las y los ciudadanos. 

Estas metodologías tienen en cuenta: el 
acceso a la información de manera opor-
tuna y adecuada; la participación ciuda-
dana; la rendición de cuentas. Tomando 
en cuenta estos aspectos el marco ju-
rídico nicaragüense, previo al retorno al 
poder del partido FSLN, tuvo un avance 
significativo al publicarse leyes como las 
mencionada en el siguiente cuadro:

Nombre de la ley Número de la ley Fecha de 
aprobación

Fecha de  
publicación

Ley de probidad de los 
servidores públicos

Ley No. 438 16-Jul-2002 7-Aug-2002

Ley de acceso a la infor-
mación pública

Ley No. 621 16-May-2007 22-Jun-2007

Ley de administración 
financiera y de régimen 
presupuestario

Ley No. 550 28-Jul-2005 29-Aug-2005

Ley de contrataciones del 
Estado

Ley No. 323 2-Dec-1999 4-Jan-2000

Ley de participación ciu-
dadana

Ley No. 475 22-Oct-2003 19-Dec-2003

Fuente: Elaboración propia.

A pesar de la creación de dicho marco 
jurídico, el nivel de transparencia del 
sector público sigue siendo limitado.  
Si bien es cierto, la mayoría de las insti-
tuciones gubernamentales tienen sitios 
web, no todas publican información  
relevante y periódica.

Según la Contraloría General de la Repú-
blica (2021) para el año 2020 existían 99 
instituciones gubernamentales (sin in-
cluir alcaldías), pero una revisión de este 
informe en la web encontró que sola-
mente en 67 de esas instituciones tienen 
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La política del sector público en cuanto 
a participación refleja una partidización 
de esta, ya que no hay un proceso de 
consulta con la sociedad civil en general 
sino una participación condicionada y 
restringida únicamente a simpatizantes 
sandinistas. Este fenómeno, a partir de 
2018 empeoró y un reflejo es que a julio de 
2022, han sido cerradas poco más de 1074 
Organizaciones No Gubernamentales. 

Rendición de cuentas del 
Gobierno Central

La transparencia y rendición de cuentas 
del uso de los recursos públicos es clave 
en una democracia. Bajo el supuesto de 
que en una democracia representativa 
la población elige funcionarios para que 
manejen el Estado, y que este  opera por 
medio del pago de impuestos de la ciu-
dadanía, la rendición de cuentas es una 
condición que debe de ser cumplida en su 
máxima expresión. 

Hay dos evaluaciones internacionales que 
se hacen a la transparencia en la política 
fiscal de un Estado. Una es la que realiza 
el Departamento de Estado de los Estados 
Unidos y la otra es la que realiza la organi-
zación internacional, International Budget 
Partnership (IBP). La primera actualmente 
revisa a 140 países, y la segunda a 120.

El Departamento de Estado evalúa si un 
país cumple con los estándares mínimos 
de transparencia fiscal, los cuales tie-
nen que ver con: la disponibilidad de la 
información y los tiempos con las que se 
publica; la exhaustividad de la misma y su 
confiabilidad. Cabe destacar que esta eva-
luación toma en cuenta la publicación de 
información sobre los contratos y licen-
cias que brinda el Estado para la explota-
ción de recursos naturales4.

En esta evaluación, el sector público 
nicaragüense es calificado como uno de 
los 67 países que no cumple con los re-
quisitos mínimos de transparencia fiscal 
(Departamento de Estado de los Estados 
Unidos de América, 2022).

Por otro lado, IBP evalúa la “Transparencia 
y rendición de cuentas de los gobiernos 
centrales” de 120 países. Ésta califica los 
denominados tres pilares de la trans-
parencia y rendición de cuentas presu-
puestaria en una escala de 0 al 100: 1) 
información publicada; 2) vigilancia de las 
instituciones formales (Contraloría y Poder 
Legislativo); 3) participación ciudadana en 
el proceso presupuestario. 

La metodología de la llamada Encuesta de 
Presupuesto Abierto (OBS por su siglas en 
inglés) está basada en las buenas prácti-
cas de transparencia fiscal que han publi-
cado organismos internacionales como el 
Fondo Monetario Internacional (FMI), la Or-
ganización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (OCDE), y la Organización 
Internacional de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (INTOSAI)5.

Esta medición evalúa a los gobiernos 
centrales cada dos años y muestra la 
evolución que han tenido respecto a esta 
temática (IBP, 2020). En dependencia de 
sus puntajes, se categoriza a los países en 
los siguiente:

· Poca o nula información (0-20)
· Mínima información (21-40)
· Limitada información (41-60)
· Considerable información (61-80)
· Amplia información (81-100)

Nicaragua se encuentra entre los países 
que brindan información y vigilancia limi-
tada sobre los presupuestos; mientras que 
el pilar de participación ciudadana se en-
cuentra en los países que brindan pocas o 
nulas oportunidades.

4.Ver: 2021 Fiscal Transparency Report - United States Department of State 
5.Ver: 2020-01-18-Complete-2021-OBS-Guide-and-Questionnaire-with-Introduction-SPANISH.pdf 
(internationalbudget.org)

https://internationalbudget.org/wp-content/uploads/Open-budget-survey-2021-1.pdf
https://internationalbudget.org/wp-content/uploads/Open-budget-survey-2021-1.pdf
https://www.state.gov/reports/2021-fiscal-transparency-report/
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La transparencia (nivel de información) 
presupuestaria del Gobierno Central, 
entre 2006 hasta 2015 tuvo un aumento 
sustancial, sobre todo debido a la puesta 
en vigencia del marco normativo que se 
aprobó en 2005, particularmente la Ley 
de Administración Financiera y del Régi-
men Presupuestario (Ley 550). Esta sen-

tó las bases para el ordenamiento de las 
finanzas públicas del país, sobre todo las 
del Presupuesto General de la República. 
A partir de entonces se empezó a pro-
ducir y publicar más información presu-
puestaria, sin embargo, ese progreso se 
estancó, lo que provocó que los niveles 
de información no siguieran aumentando. 

Gráfico 2. Historial Índice de Presupuesto Abierto 
Nicaragua

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por IBP (2022)

La IBP subraya que para que la socie-
dad de un país pueda debatir de manera 
adecuada sobre las decisiones del uso 
de los recursos del gobierno central, es 
necesario una puntuación de al menos 
60 puntos en el pilar de la transparencia 
presupuestaria (OBI). En este sentido, 
Nicaragua nunca ha cumplido con este 
indicador desde 2006, ni siquiera en el 
año que obtuvo mejor puntuación (46 
puntos en 2015).

En cuanto a la supervisión, se cataloga 
al país como uno donde la supervisión 
formal es limitada, pues obtuvo una 
puntuación de 59; además es de los paí-
ses que casi no brinda oportunidades 
de participación a la ciudadanía, ya que 
obtuvo un puntaje de 7 en ese pilar  
(ver Gráfico 3).



19

Gráfico 3. Puntuación en los tres pilares de la  
Transparencia (OBI), Supervisión y Rendición de 
Cuentas Presupuestaria en la región latinoamericana

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por IBP (2022) 

Nota: Según la escala de la IBP los tres pilares se califican como limitados y nulos:
· Supervisión forma: 59 (limitada)
· Participación ciudadana: 7 (poca o nula)
· Transparencia presupuestaria /OBI: 42 (limitada)

Relación entre corrupción 
y transparencia
Al comparar los datos del OBI (Índice de 
Transparencia Presupuestaria) y el CPI 
(Índice de Percepción de Corrupción) por 
países, podemos notar que existe una 
fuerte relación entre ambos. Es decir, 
mayores niveles de transparencia pre-
supuestaria significan menores niveles 
de corrupción (mayor es el CPI, mayor el 
OBI). Sin embargo, no siempre es así. Si 
bien es cierto, esta relación estadística 
muestra una relación positiva, no siempre 
sucede esto: por ejemplo, países como 

Bostwana, Catar y Arabia Saudita, han 
mostrado obtener CPI de más de 60 puntos, 
pero un Índice de Transparencia Presupues-
taria por debajo de los 20, lo cual los califica 
como países que brindan escasa o nula in-
formación sobre los presupuestos públicos. 
Nicaragua posee un OBI de 42 (es decir, 
que no hay información insuficiente para 
debatir sobre el presupuesto del gobier-
no central) y uno de los CPI más bajos de 
Latinoamérica y del mundo (de los países 
más corruptos de Latinoamérica).

6.Para conocer más información sobre resultados de Nicaragua y otros países ver:
Country results | International Budget Partnership
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Gráfico 4. Relación entre OBI y CPI

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del CPI y OBI (Transparencia Internacional e IBP)

CPI OBI
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CAPÍTULO 3
TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS EN 
LOS GOBIERNOS MUNICIPALES DE NICARAGUA
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Información presupuestaria

Los 153 municipios que conforman los 
diecisiete departamentos y las dos Regio-
nes Autónomas de la Costa Caribe, for-
man la división político-administrativa del 
país. Los recursos que se manejan son 
sumamente importantes pues equivalen 
aproximadamente al 3.09% del PIB7.

Las municipalidades financian sus gastos 
principalmente de sus propios ingresos: 
impuestos municipales, matrículas, tasas 
por servicios, entre otros; en segundo 
lugar, por las transferencias municipales, 
que hasta 2018 equivalían al 10% de los 
ingresos corrientes del Gobierno Central. 
Esta partida se redujo en 2019 al 4%, lo 
que ha conllevado a una reducción signi-
ficativa de los ingresos de los gobiernos 
municipales. Mientras que en 2018 los 
ingresos por transferencias municipales 
ascendieron al 41% del total de ingresos, 
en 2021 fueron del 20%.8

Junto con la caída de las transferencias 
municipales vino la reducción de la infor-
mación de los presupuestos municipa-
les. Hasta mediados de 2018, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público (MHCP), a 
través de un sitio web llamado Transferen-
cias e Información Municipal (Transmuni), 
publicaba los datos sobre las finanzas mu-
nicipales: presupuestos de ingresos, gastos, 
así como el Plan de Inversión Anual (PIA) 
con el detalle individual de estos.9

Desde entonces, el sitio web solamente 
pone a disposición del público información 
general sobre las finanzas municipales: 
ingresos, gastos y PIA a nivel de totales 
por municipios, sin el detalle individual que 
publicaban hasta el 2018. 

Esta acción de las autoridades que rigen 
las finanzas públicas ha provocado una 
opacidad en la rendición de cuentas de los 

Foto: Fachada del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que hasta mediados de 2018  
(año del estallido social) publicaba los datos sobre las finanzas municipales: presupuestos  
de ingresos, gastos, así como el Plan de Inversión Anual (PIA). Crédito: Cortesía El Nuevo Diario.

7.A partir de la información publicada en el sitio web www.transmuni.gob.ni se hizo este
cálculo. Por su parte, mediante la información publicada en el Ministerio de Hacienda se
pudo calcular que los gastos del gobierno central, vistos a través del Presupuesto General
de la República, los ascendieron al 22.27% del PIB, para dicho año.
8.Cálculos basados en información publicada en el sitio web http://www.transmuni.gob.ni/

http://www.transmuni.gob.ni
http://www.transmuni.gob.ni/
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gobiernos municipales. La única mane-
ra en que la población puede saber qué 
hace su alcaldía y cómo se financia, es 
con la información que publican medios 
oficialistas, o la que quieran brindar las 
autoridades municipales. En estos tiem-
pos de las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación y la hiperconectividad, 
es sumamente fácil publicar este tipo de 
datos, no obstante las autoridades guber-
namentales han optado por la opacidad.

Una investigación periodística de Ex-
pediente Público (2020) mostró que las 
municipalidades gobernadas por el FSLN, 
a las cuales se solicitó información pre-
supuestaria, se opusieron a brindarla. 
Esta investigación fue acompañada de un 
informe que pretendía evaluar la transpa-
rencia y rendición de cuentas presupues-
tarias en 20 municipios del país (Expe-
diente Público, 2020). 

Urnas Abiertas, a través de su red vo-
luntaria, consultó a 773 personas en 143 
municipios del país para conocer algunos 
detalles de la gestión municipal, entre 
los cuales se encontraban: la información 
presupuestaria que se da a conocer en sus 
alcaldías, las formas de participación y los 
casos de corrupción que se han conocido 
en sus territorios. 

Al preguntarles si los sitios web de su 
alcaldía mantenían información actuali-
zada sobre su gestión, el 69% dijo que no. 
De hecho una búsqueda en internet sobre 
sitios web oficiales de alcaldías en Nicara-
gua arrojó que solamente 21 (de 153) tie-
nen activas páginas web, a pesar de ello 
no publican información sobre sus presu-
puestos (ver Anexo 1). Cabe destacar que 
todas las páginas web encontradas son 
gobernadas por el FSLN10.

9.Ver: www.sigaf.transmuni.gob.ni o http://www.transmuni.gob.ni/  
10.Murra fue gobernada por el partido Ciudadanos por la Libertad (CxL) en el último período,  
aunque la página web encontrada fue elaborada bajo una gestión del Partido Liberal  
Constitucionalista (PLC), desde esa fecha no ha sido actualizada.

Gráfica 5. Alcaldías con página web. 

Fuente: Elaboración propia 

21/153

www.sigaf.transmuni.gob.ni
http://www.transmuni.gob.ni/
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También se hizo la consulta sobre si la 
alcaldía había publicado en algún me-
dio local o nacional información sobre 
el presupuesto de 2021 o el actual de 
2022. A este respecto el 67% contestó 
que no, el 27% que no sabía y solamente 
en 6% indicó que la alcaldía publicó in-
formación presupuestaria, lo cual cla-
ramente deja ver que no hay un sistema 
claro de divulgación sobre la información 
de los presupuestos municipales. 

Actualmente se desconoce la información 
detallada de los gastos de las municipa-
lidades y su financiamiento. Según la Ley 
de Régimen Presupuestario Municipal 
(Ley 376), los gastos e ingresos se dividen 
en corrientes y de capital. Además, los 
gastos deben de presentarse por pro-
gramas, es decir, agruparlos por grandes 
grupos de actividades; no obstante los 
municipios más pequeños tienen la po-
sibilidad de agruparlos mediante la clasi-
ficación anteriormente mencionada y su 
PIA, donde se muestran los proyectos, a 
ejecutarse anualmente.

La única información detallada que se 
puede conocer sobre el uso de los recur-
sos de las alcaldías son los Planes Gene-
rales de Adquisición y las contrataciones 
adjudicadas, así como los procesos de 
contrataciones vigentes que estas pu-
blican en el sitio web de Nicaragua Com-
pra11. 

Al 30 de julio de 2022, las únicas alcaldías 
que no habían publicado sus PGA o algún 
proceso de contratación eran los munici-
pios de El Tortuguero y Mulukukú. Ambas 
no presentaban registros en 2021 y 2022. 
Las causas son desconocidas.

Participación ciudadana en 
la gestión municipal
La participación ciudadana en los go-
biernos locales es el mayor exponente 
de lo que puede ser una democracia 
representativa. A lo largo de la historia la 
organización territorial de las sociedades 
latinoamericanas parte desde la unidad 
básica, que en la mayoría de los países 
es el municipio. Es desde ahí que surge, o 
debiera surgir, la participación directa de 
la población y sus gobernantes.

Durante los años 90 y mediados del 2000, 
se desarrolló un marco jurídico para la 
participación ciudadana en la gestión 
de las políticas públicas12. Según Serra 
(2020) esto se dio gracias a lva incidencia 
de la sociedad civil y entes de la coope-
ración externa presentes en Nicaragua. A 
pesar de esto, el autor destaca que desde 
inicios de la nueva gestión del FSLN en 
2007, se observó una brecha entre el de-
ber ser y la realidad (Serra Vázquez, 2010).

Para Serra, el poco desarrollo de una ver-
dadera participación ciudadana se debe a 
varios factores, entre los que destaca: la 
centralización del sistema político; el poco 
tiempo de apropiación del marco norma-
tivo desarrollado (La Ley de Participación 
Ciudadana); limitantes de la ciudadanía 
como los altos niveles de pobreza y el bajo 
nivel educativo.

La Ley de Participación Ciudadana, en sus 
artículos 3 y 74, menciona a los cabildos 
como el instrumento preferido de par-
ticipación ciudadana en los municipios. 
La Ley de Municipios, en su capítulo IV, 
hace referencia a que los gobiernos loca-

11.Los Planes Generales de Adquisición de las alcaldías son publicados en el siguiente enlace:
https://www.gestion.nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/
plananualcompras/reporte?accion=pga
Las procesos de contrataciones (vigentes y adjudicados) en este: https://www.gestion.
nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/busqueda
12. Angel Saldomando (2011) destaca 18 hitos que permiten un significativo avance en el
proceso de descentralización en Nicaragua entre 1990 y 2006 .

https://www.gestion.nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/plananualcompras/reporte?accion=pga
https://www.gestion.nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/plananualcompras/reporte?accion=pga
https://www.gestion.nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/busqueda
https://www.gestion.nicaraguacompra.gob.ni/siscae/portal/adquisiciones-gestion/busqueda
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les deben de celebrar al menos 5 cabildos 
ordinarios para revelar información sobre 
el uso de los recursos  (presupuesto mu-
nicipal)13. De igual forma se menciona que 
se pueden celebrar cabildos extraordina-
rios para tratar asuntos que la población 
solicite públicamente.

El marco normativo mencionado ante-
riormente, permitía una participación 
ciudadana municipal despartidarizada, ya 
que en los años 80 y 90 se crearon ins-
tancias que respondían al partido FSLN o 
al Gobierno Central. Aunque la ley, como 
mencionó Serra, tuvo poco tiempo para 
desarrollarse, y la vuelta al poder del FSLN 
creó nuevas instancias partidarias como 
los Consejos de Poder Ciudadano (CPC) o 
los Gabinetes de Poder Ciudadano (GPC).

El municipalista Silvio Prado (2015) men-
ciona que la participación ciudadana 
en los municipios se empieza a incre-
mentar con el uso de los Comités de 
Desarrollo Municipal (CDM), los cuales se 
empiezan a institucionalizar aproximada-
mente en 2002. Este espacio trataba de 
recoger las necesidades de la población 
y llevarlas ante el Concejo Municipal para 
poder construir los planes de desarrollo 
o los programas de inversión local. Con el
regreso al poder del FSLN en 2006 esta
instancia se vio erosionada.

Prado (2016) afirma que el mismo FSLN 
antes de su regreso al poder del gobier-
no central, se benefició de los CDM para 
gestionar la participación ciudadana local. 
A pesar de esto, en 2007 el FSLN imple-
menta una política centralizada, con lo 
cual la autonomía municipal, construida 
hasta entonces, se derrumba comple-
tamente. Las autoridades municipales 
comienzan a ser dirigidas por el Gobier-
no Central y tienen que responder a los 
secretarios políticos departamentales, al 
Instituto Nicaragüense de Fomento Mu-
nicipal (INIFOM) y al Fondo de Inversión 
Social para Emergencias (FISE).

La encuesta realizada por Urnas Abiertas 
exploró algunos detalles de la participa-
ción ciudadana en la gestión municipal. 
Los resultados generales muestran que 
la gran mayoría de las personas consul-
tadas creen que la población tiene poco 
margen de incidencia en las decisiones de 
los gobiernos locales. El 80% cree que los 
mecanismos de participación no permi-
ten que la ciudadanía pueda incidir en 
las decisiones de la gestión municipal. 

Solamente el 14% de las personas en-
cuestadas mencionó que sabía sobre 
cabildos que la alcaldía había celebra-
do entre 2021 y mediados de 2022, no 
obstante, solo tres personas dijeron haber 
participado de estos. El 54% contestó 
que no había asistido a un cabildo y el 
32% que no sabía si habían realizado en 
su municipio.

Supervisión en el uso de 
recursos públicos

La entidad que revisa el uso adecuado 
de los recursos del sector público es la 
Contraloría General de la República (CGR). 
En ese sentido, la CGR tiene el mandato 
de realizar auditorías a las finanzas de los 
gobiernos municipales.

El marco normativo nicaragüense otorga 
suficientes potestades a esta institución 
para hacer la supervisión formal del uso 
de los recursos públicos; pero su traba-
jo ha sido muy cuestionado sobre todo 
desde el año 2000, cuando se concretó el 
pacto Ortega-Alemán.

Este pacto provocó una serie de reformas 
constitucionales con las cuales se repar-
tieron los poderes judicial y electoral, así 
como la misma CGR. A partir de entonces, 
la Contraloría se empezó a utilizar como 
un instrumento de presión política, el 

13. Uno para discutir y aprobar el Presupuesto Municipal Anual, y 4 para revisar e informar
sobre la ejecución y cumplimiento del Presupuesto Municipal (ejecución trimestral y anual).
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cual se puso a disposición completa-
mente del partido FSLN con su retorno al 
poder en 2007. 

La OBS (2021) da a la CGR de Nicaragua 
una puntuación de 50/100 en su última 
medición de 2021, como se observa en el 
Gráfico 6, calificando a esta institución 
como una que brinda limitada vigilancia 
de los recursos públicos. Esto se debe a 
que, si bien es cierto, el marco normativo 
nicaragüense otorga amplias potestades 
a la CGR para realizar su trabajo, este no 
se cumple a cabalidad ya que no se logra 
auditar al 100% de las instituciones públi-
cas; además, no se publican las auditorías 
completas, solamente una resolución que 
es una especie de resumen.

La explicación a esta falta de efectividad 
de la CGR puede estar, tanto en la poca 
independencia que tiene esta institución 
del gobierno central, como en los recur-
sos asignados para su funcionamiento. En 
2016, el entonces presidente del Consejo 
Superior de la CGR expuso ante la Asam-
blea Nacional la labor de su institución y 
mencionó que los recursos asignados en 
el Presupuesto General de la República 
(PGR), son insuficientes. Al respecto men-
cionó:

Señalamos que aun 
cuando hemos venido 
trabajando con respon-
sabilidad con el apoyo de 
la Asamblea Nacional y 
los Organismos, hay que 
mencionar que el pre-
supuesto que tenemos 
asignado es insuficiente 
para cumplir a cabalidad 

con todas las atribucio-
nes y funciones esta-
blecidas en nuestra Ley 
Orgánica. Por esta razón, 
solicitamos a la Honora-
ble Asamblea Nacional se 
considere la asignación 
de más recursos, que 
nos permita hacer frente 
a nuestro trabajo, para 
lograr una mayor cober-
tura a nivel nacional en la 
realización de Auditorías 
Gubernamentales, para 
evaluar en mayor pro-
porción el Control Suce-
sivo sobre la Gestión del 
Presupuesto General de 
la República, contribuir 
a través de Asistencia 
Técnica y Capacitación 
al establecimiento del 
Sistema de Control que 
de manera preventiva 
asegure el uso debido y 
transparente de los Fon-
dos Gubernamentales. 
(CGR, 2017, pág. 12)
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De hecho, al analizar la información reportada en los 
informes de liquidación del presupuesto, se observa 
que la asignación a la CGR no supera el 0.35% del gas-
to total. Además, se calcula que Nicaragua es el país 
que menos fondos asigna a su Entidad Fiscalizadora 
Superior en la región centroamericana (Expedien-
te Público, 2020), evidenciando el poco interés que 
existe del Gobierno Central en fortalecer y mejorar sus 
capacidades de fiscalización.  

Gráfico 6. Índice de Fortaleza en Vigilancia  
Presupuestaria para la CGR en Nicaragua

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados por IBP. 
Nota: En la escala del IBP se considera como “limitada”.

Si se observan las auditorías realizadas a 
las alcaldías, se destaca que hasta 2014 
se auditaban menos del 50% de estas, 
pero al igual que en el caso anterior, se ve 
un despegue hasta 2017, donde se logró 
auditar el 93%; no obstante, desde ese 
año hay un descenso, hasta que en el 
año 2020 se revisaron nuevamente me-
nos del 50% de los gobiernos municipales 
(ver gráfico 6). 

Un análisis realizado para este estudio, 
basado en los datos publicados en los 
informes de gestión anual de la CGR 
entre 2011 y 2017, indica que hubo un 
aumento de 52 puntos porcentuales 
en el porcentaje total de instituciones 
públicas auditadas (del 36% al 85%); sin 
embargo, luego de ese año, la labor de la 
CGR ha caído, logrando auditar en 2020 
solamente un 59%.14

14.Entre 2011 y 2014 el promedio anual de instituciones auditadas fue del 37%; entre 2015 y 2017  
un 86%, y entre 2018 y 2020 un 58%.
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Gráfico 7. Porcentaje de instituciones públicas 
auditadas por la CGR entre 2011 y 2020

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados en informes anuales de  
gestión de la CGR

La información de la CGR solamente per-
mite identificar desde 2015 las alcaldías 
que han sido auditadas. Desde entonces, 
hasta el 2020, todos los municipios han 
sido auditados al menos una vez. Mana-
gua es la alcaldía que más veces ha sido 
auditada en 64 ocasiones. En segundo 
lugar se encuentra Estelí (24) y tercero 
Matagalpa (23); León, Rivas, Granada y 
Masatepe han sido auditadas 19 veces. 

Es necesario destacar que en 75 alcaldías 
se han realizado menos de 5 auditorías en 
el período registrado; en 11 alcaldías se han 
hecho solamente dos y en 12 solamente 1.

Responsabilidades de  
funcionarios encontradas  
en Auditorías

Las auditorías pueden ser financieras, de 
cumplimiento, operacionales, integrales, 
especiales, informáticas, ambientales, 
forenses, de gestión, entre otras (Arto. 43, 
Ley Orgánica de la CGR, 2009). Si las ope-
raciones y actividades realizadas por las 

instituciones públicas presentan anomalías, 
la CGR a través de sus auditorías, puede 
encontrar responsabilidades en funciona-
rios públicos. Estas responsabilidades se 
dividen en Administrativas, Civiles, y de 
Presunción Penal15.

Según la información reportada por los 
informes de gestión de la CGR, entre 2015 
y 2020, se encontraron responsabilidades 
en funcionarios de 71 Alcaldías. En estas 
se dieron “responsabilidad administrativa” 
a 319 trabajadores municipales, mientras 
que 237 dieron “responsabilidad civil”, y 49 
fueron señalados con “presunción penal’’. 
En algunos casos las responsabilidades se 
catalogan en administrativas y civiles pues 
pertenecen a ambas categorías. 

En 69 alcaldías se encontraron respon-
sabilidades administrativas. La alcaldía 
con mayores funcionarios señalados con 
responsabilidad administrativa fue Waspam, 
seguido por Prinzapolka, San Fernando, El 
Jicaral y Condega (ver Tabla 2). En 12 alcal-
días fueron encontrados solamente 1 fun-
cionario con responsabilidad administrativa.

15.Las auditorías pueden determinar si funcionarios, personas naturales o jurídicas, han causado  
perjuicio económico al Estado. Estas responsabilidades conllevan a la cuantificación  
dependiendo de las operaciones bajo las cuales se presume el perjuicio económico.
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Alcaldía 2015 2016 2017 2018 2019 2020 Total

1 Alcaldía de 
Waspam

29 29

2 Alcaldía de 
Prinzapolka

8 18 26

3 Alcaldía de 
San Fernando

17 17

4 Alcaldía de El 
Jicaral

17 17

5 Alcaldía de 
Condega

10 6 16

65 Alcaldía de 
San Carlos

1 1

66 Alcaldía de 
Acoyapa

1 1

67 Alcaldía de 
Diriamba

1 1

68 Alcaldía de 
San Miguelito

1 1

69 Alcaldía de 
Santa María 
de Pantasma

1 1

Tabla 2. Funcionarios encontrados por la CGR con 
responsabilidad administrativa

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de gestión anual CGR (2015-2020), 
se señalan los municipios que ocupan los primeros 5 puestos y los que ocupan los  
últimos 5 puestos.

En 50 alcaldías se encontraron funcio-
narios con responsabilidad civil. Como 
se mencionó anteriormente, en algunos 
casos la responsabilidad administrativa 
también es civil; por lo tanto, casi siempre 
son los mismos números. En este caso, las 
4 instituciones con más responsabilida-
des administrativas son las mismas que 
las civiles. 



30

Alcaldía 2015 2016 2017 2018 2019 2020 Total

1 Alcaldía de 
Waspam

29 29

2 Alcaldía de 
Prinzapolka

9 18 27

3 Alcaldía de 
San Fernando

17 17

4 Alcaldía de El 
Jicaral

17 17

5 Alcaldía de 
Murra

12 16

46 Alcaldía de 
Chinandega

0 1 0 1

47 Alcaldía de 
Camoapa

1 1

48 Alcaldía de 
San Carlos

1 1

49 Alcaldía de 
San Francisco 
de Cuapa

1 1

50 Alcaldía de 
Diriamba

1 1

Tabla 3. Funcionarios encontrados por la CGR con 
responsabilidad civil

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de gestión anual CGR (2015-2020), se señalan 
los municipios que ocupan los primeros 5 puestos y los que ocupan los últimos 5 puestos.

En 27 alcaldías se encontraron funciona-
rios con presunción penal. La mayor parte 
fueron en San Juan de Oriente durante 
los años 2015 y 2019; seguidos por Posol-
tega y el Ayote. En 7 alcaldías se encontró 
un funcionario con responsabilidad penal, 
entre estas Chinandega, Rosita, Diriá, Villa 
Sandino y Managua.
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Alcaldía 2015 2016 2017 2018 2019 2020 Total

1 Alcaldía de 
San Juan de 
Oriente

2 6 8

2 Alcaldía de 
Posoltega

5 5

3 Alcaldía de 
Puerto Mora-
zán

0 5 5

4 Alcaldía de 
Camoapa

5 5

5 Alcaldía de El 
Ayote

0 4 4

23 Alcaldía de El 
Viejo

0 1 1

24 Alcaldía de 
San Juan de 
Río Coco

1 1

25 Alcaldía de 
Managua

1 1

26 Alcaldía de 
Mulukukú

1 0 1

27 Alcaldía de 
Villa Sandino

0 1 1

Tabla 4. Funcionarios encontrados por la CGR con pre-
sunción penal

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de gestión anual CGR (2015-2020), se señalan 
los municipios que ocupan los primeros 5 puestos y los que ocupan los últimos 5 puestos.

Cabe destacar que, a pesar que la Con-
traloría General de la República (CGR) 
ha auditado el 100% de las alcaldías y 
solamente en menos del 50% de estas 
se han encontrados responsabilidades, 
se evidencia que los casos encontrados 
suelen ser de menor envergadura o que 
la CGR no investiga aquellos en donde la 

ciudadanía señala a los operadores políti-
cos más importantes para el régimen. Por 
tanto, los esfuerzos de la CGR continúan 
siendo insuficientes para resolver los 
graves problemas de corrupción que en-
frenta la institucionalidad en Nicaragua 
a nivel general, y la gestión municipal a 
nivel específico.
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Perjuicio económico a 
las alcaldías
Las responsabilidades civiles y de presun-
ción penal conllevan a imputaciones mo-
netarias. De acuerdo con la información 
de la CGR, las responsabilidades civiles 
en el período mencionado ascienden a C$ 
19.23 millones de córdobas, mientras las 
penales, que son las menores en cantidad 
de funcionarios ascendieron al doble, C$ 
31.49 millones, para una suma de más de 
C$ 50.75 millones de córdobas (poco 
menos de millón y medio de dólares) en 
perjuicio a las alcaldías por funcionarios 
municipales que fueron imputados por 
responsabilidades civiles y presunción 
penal entre 2015 y 2020.

Como se observa en el siguiente gráfico, 
en 2018 fue el año que más perjuicio eco-
nómico contra las alcaldías se encontró y 
el año más bajo fue en 2020.

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de gestión anual CGR (2015-2020)

Gráfico 8. Perjuicio económico a las alcaldías a 
causa responsabilidad civil y presunción penal 
(cifras en millones de córdobas)

La alcaldía en la que se encontró mayor 
perjuicio económico en las auditorías de 
la CGR fue Santo Tomás del Norte con 
C$ 5.19 millones de córdobas, que se 
emitieron en responsabilidades civiles en 
el año 2018. En segundo lugar, Siuna con 
C$ 4.47 millones, a través de responsabili-
dades civiles y presunción penal. Comple-
ta el podio San Juan de Oriente (C$ 4.09 
millones de córdobas), en la cual se repor-
tan presunciones penales en 2015 y 2017.

Es necesario destacar que solamente en 
7 cabeceras departamentales se encon-
traron responsabilidades y perjuicio eco-
nómico, los cuales ascendieron a C$ 3.06 
millones de córdobas (el 9% del monto 
total del perjuicio económico contabiliza-
do entre 2015 y 2020).
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Casos de corrupción

Como se señaló en el acápite anterior, la 
CGR ha realizado un trabajo muy limitado 
respecto a las facultades que le brin-
da el marco jurídico nicaragüense para 
ejercer supervisión y control del uso de 
los recursos públicos. Esto se da sobre 
todo por la centralización del poder en 
el país, la falta de independencia de 
las instituciones públicas, y los pocos 
recursos que se les asigna. El reflejo se 
observa en la cantidad de instituciones 
que se logran auditar. 

Como se mencionó anteriormente, entre 
2011 y 2014 la Contraloría General de Re-
pública auditó en promedio un 37% de las 
alcaldías del país; para el período 2015-
2017 el promedio fue del 86%; mientras 
que entre 2018-2020 solamente el 58%. 

De los informes de gestión institucional 
de la CGR se logra extraer que el Conse-
jo Superior de la CGR emitió un total de 
1085 resoluciones de auditorías entre 
2015 y 2020. Estas resoluciones aprue-
ban auditorías realizadas en períodos 
anteriores, resumiendo los resultados 
generales de éstas. Es necesario seña-
lar que la CGR no publica las auditorías 
completas.

Entre los datos más importantes que se 
publican en estas resoluciones y para 
efectos de esta investigación, se en-
contró el hallazgo de responsabilidades 
administrativas, civiles, y, si es el caso, 
presunción penal para funcionarios o 
exfuncionarios. En ese sentido, en el 9% 
del total de auditorías aprobadas entre 
2015 y 2020 fueron encontrados algún 
perjuicio económico a las municipalida-
des. 

En dicho período, en 92 auditorías se 
encontraron responsabilidades adminis-
trativas, en 59 responsabilidades civiles 
y en 29 se encontraron presunciones 
penales. Respecto a estas últimas, son 
las más llamativas pues suponen algún 
tipo de delito y según las resoluciones de 
las auditorías, pasan al Ministerio Público 
y a la Procuraduría de la República.

Como se señaló anteriormente, los ha-
llazgos que presumen responsabilidad 
penal son las de mayores afectaciones, 
pues suman alrededor de C$31.5 millones 
de córdobas. En estos casos, los infor-
mes de gestión de la CGR mencionan que 
fueron implicados unos 27 funciona-
rios de las alcaldías, en 27 municipios.

Para esta investigación, se hizo una bús-
queda en el sitio web de la CGR de todas 
las resoluciones que implicaban presun-
ción de responsabilidad penal, según los 
informes de gestión de esta institución, 
logrando encontrar 21 de las 29 resolu-
ciones.

De los 21 casos encontrados con pre-
sunción de responsabilidad penal, 14 de 
ellos  implican a los alcaldes que ejer-
cían su función en el período auditado. 
Además se identificó que 17 alcaldías 
eran gobernadas por el FSLN, 3 por el 
PLC, y 1 por el PLI. 
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Fuente: Elaboración propia 

Gráfica 9. Alcaldías con casos de funcionarios con 
presunción penal 

ta responsabilidad penal no siguieron el 
curso establecido de las investigaciones y 
fue desvanecido. Únicamente en uno de los 
casos, se logró encontrar recursos y meca-
nismos de impugnación en la vía judicial, en 
donde se inculpó de igual manera responsa-
bilidad administrativa de pago; declarando 
no ha lugar al recurso de amparo que fue 
solicitado en caso específico; y ordenando 
en su defecto el pago de los saldos no justi-
ficados. No existe en el sistema mayor infor-
mación sobre cada uno de estos procesos 
en la vía penal. 

Se hace necesario también dejar estable-
cido que dentro del procedimiento penal y 
la etapa prejudicial, el primer paso consiste 
en la etapa de investigación policial o bien, 
directamente el Ministerio Público toma la 
decisión de acusar o no al investigado. Si se 
decide no hacerlo, porque no presta mérito 
o no hay causa suficiente, el procedimiento
queda ahí, y finaliza el proceso de respon-
sabilidad penal como tal. Si fuese el caso en
proceder, todas las actuaciones judiciales
pasarían a verse a través del Sistema Nica-
rao del poder judicial, pero no es el caso.

Hubo 10 casos con cifras millonarias (más 
de un millón de córdobas) en perjuicio 
económico. En estos, se les otorgó presun-
ción de responsabilidad penal a todos los 
alcaldes en función, de los cuales, durante 
los períodos que se encontraron dichas 
responsabilidades 7 eran gobernadas por 
el FSLN y 3 por el PLC.

También es importante destacar que exis-
ten desfases de tiempo importantes entre 
los períodos (años) auditados, la fecha de 
auditoría y la fecha de publicación de la 
resolución aprobada por el Consejo Supe-
rior de la CGR. En este sentido, 8 auditorías 
se hicieron sobre períodos de un año ante-
rior a su aplicación (que sería lo óptimo en 
la práctica); las 13 restantes auditorías se 
realizaron a períodos de 2 años previos o 
más. 

Todos estos casos fueron remitidos al 
Ministerio Público y Procuraduría General 
de la República de Nicaragua, para que 
siguieran el curso penal correspondiente. 
Se logró constatar que en la mayoría de 
los casos, estas resoluciones de presun-
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Alcaldía de Granada

Foto: Una auditoría a la Alcaldía de Granada en 2018 reveló un perjuicio económico total 
de C$ 4.24 millones de córdobas. Crédito: Cortesía

El caso más llamativo encontrado fue el 
de la Alcaldía de Granada. Según la infor-
mación publicada, recién en el año 2018 el 
Consejo Superior de la CGR aprobó dicha 
resolución sobre la base de una auditoría 
especial a los ingresos y egresos de dicha 
entidad referente a los años 2010-2012. En 
esta auditoría se presume responsabilidad 
penal a los señores Eulogio Mejía Marenco, 
ex Alcalde Municipal; Roger Molina Rami-
rez, ex Director Financiero; y a Guillermo 
Galeano López, ex Asesor Financiero. 

La resolución publicada en el año 2018 con 
código RIA-CGR-643-18, manifiesta que 
existen tres causas para presumir respon-
sabilidad penal a estos ex funcionarios:

· No ejecución de proyecto financiado
por el Fondo de Mantenimiento Vial.
Al respecto, la administración de ese
entonces no pudo justificar la falta de
ejecución de tres proyectos de bacheo
y recarpeteos de caminos.

· Erogaciones de gastos por servicios
no personales que no fueron debida-
mente justificados.

· Pago a proveedores por una cantidad
menor a la erogada efectivamente en
las cuentas de la municipalidad.

Estas causas ascienden a un perjuicio 
económico total de C$ 4.24 millones de 
córdobas.
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Alcaldía de San Juan de 
Oriente

La segunda municipalidad que más perjui-
cio económico se ha encontrado y que se 
presumen responsabilidades penales fue 
San Juan de Oriente. En dos auditorías 
realizadas a dos períodos diferentes se 
encontró perjuicio económico por un total 
de C$ 4.09 millones de córdobas. 

La primera auditoría fue realizada en 
2014, de carácter especial para revisar 
algunos proyectos ejecutados durante el 
año 2012. El Consejo Superior de la CGR 
publicó la resolución RIA-912-14 ese mis-
mo 2014, donde se aprobaron los hallaz-
gos emitidos en la auditoría. Entre ellos se 
encuentran la presunción de responsabili-
dad penal para Miguel Ángel Calero Gutié-
rrez, ex Alcalde y Kenny Douglas Gutiérrez 
Ruiz, Responsable de Proyecto. Las cau-
sas encontradas fueron las siguientes:

· Contratación en forma directa para
servicios profesionales de un ingeniero
para supervisión de proyectos de cami-
nos, sin justificación ni procedimientos.

· Autorización de pagos en concepto de
cancelación de tres préstamos otorga-
dos por una particular sin la autoriza-
ción del Concejo Municipal.

· Mayores pagos entre las obras ejecu-
tadas físicamente y las pagadas a los
contratistas en cuatro proyectos de
adoquinado de calles.

· Pago a una persona que no fue la con-
tratada para el proyecto de un centro
de salud, sin justificación del cambio.

El perjuicio económico por estas “ano-
malías” ascendieron a C$ 1.27 millones 
de córdobas.

La segunda auditoría para la alcaldía de 
San Juan de Oriente fue realizada en 
2018. Se revisó el informe de cierre de 

ingresos y gastos del año 2017. La infor-
mación publicada en la resolución RIA-
CGR-430-19, aprobada por el Consejo 
Superior de la CGR y publicada en 2019, 
presume responsabilidad penal para: 1) 
Brenda del Carmen Jiménez Urbina, ex 
Alcaldesa, 2) Ernesto Elías Boza Téllez, 
ex Vice Alcalde, 3) Rosaura López Sala-
manca, ex Responsable de la Unidad de 
Administración, 4) Soveyda Maciel Potos-
me Pérez, ex Responsable de la Dirección 
Financiera, 5) César Xavier López Lagos, 
Responsable de la Unidad de Recaudación 
de Impuestos. Las causantes fueron las 
siguientes:

· Pagos realizados sin documentación de
soporte y justificación a proveedores y
servidores públicos municipales.

· Inadecuada utilización de transferen-
cias realizadas por el Fondo de Mante-
nimiento Vial, que tenían como destino
un proyecto en particular.

· Suscripción de crédito sin debida apro-
bación del Concejo Municipal y con una
persona particular.

Según los hallazgos descritos en dicha 
resolución del consejo superior, el per-
juicio económico por estas acciones as-
cendió a C$ 2.82 millones de córdobas.

Alcaldías de Santa Teresa y 
Comalapa

En la alcaldía de Santa Teresa, departa-
mento de Carazo, en el año 2018, al reali-
zarse una auditoría a los ingresos y egre-
sos del año 2013 y 2014, se detectaron 
algunas anomalías en el manejo de los re-
cursos. En la resolución RIA-CGR-737-18, 
aprobado por el Consejo Superior de la 
CGR en 2018 y publicado ese mismo año, 
se aprueba la presunción de responsabi-
lidad penal para los señores: Iván Antonio 
Dinarte Solís, ex Alcalde; Sergio Ezequiel 
Jarquín Garcia, ex Director Financiero; y 
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Uberne Antonio García Salazar, ex Director 
de Proyectos. 

La resolución destaca las siguientes cau-
santes para la presunción de responsabi-
lidad penal: 

· Pagos de obras y servicios que no fue-
ron ejecutados, así como desembolsos
sin documentación para su justifica-
ción.

La información proporcionada en estas 
resoluciones mencionan que los gastos 
registrados al constatar la información 
con los beneficiarios de los pagos, estos 
alegaron que los habían recibido por dife-
rentes conceptos que los registrados en 
las cuentas de la comuna. 

Por tal motivo, la auditoría determinó un 
perjuicio económico de C$ 1.91 millones 
de córdobas. 

En el caso de la alcaldía de Comalapa, del 
departamento de Chontales, en 2017 se 
realizó una auditoría especial a los ingre-
sos y egresos reportados por esa entidad 
durante el quinquenio 2008-2012. Los 
hallazgos de esta fueron reportados en 
la resolución del Consejo Superior de la 
CGR RIA-CGR-584-17, publicada en 2017, 
y en la cual se menciona que se encuentra 
presunción de responsabilidad penal para: 
Germán Isabel Otero Arróliga, ex Alcalde 
Municipal y Maritza Del Socorro Morales 
Romero, ex Responsable de Administra-
ción y Finanzas.

Entre las causas para presumir responsa-
bilidades penales se encontraron:
· Uso de las transferencias municipales

para fines diferente a lo estipulado en
los presupuestos aprobados.

· Realización de actividad recreativa de
fin de año para todo el personal de la
alcaldía (incluyendo Concejo Munici-
pal), sin justificación alguna.

La auditoría realizada asumió un per-
juicio económico equivalente a C$ 1.91 
millones de córdobas.

Alcaldías de El Ayote y 
Moyogalpa

En la alcaldía de El Ayote, ubicado en 
la Región Autónoma de la Costa Caribe 
Sur, se realizó una auditoría especial en 
el año 2015 del período 2005-2009. Esta 
fue aprobada por el Consejo Superior de 
la CGR hasta 2017 en la resolución RIA- 
CGR-210-17,  en la cual se puede encon-
trar que se presume responsabilidad 
penal a cuatro ex funcionarios: 1) José 
Ramón Álvarez Pérez, ex Alcalde Municipal, 
2) Carolina De Los Ángeles Rocha Valverde,
ex Responsable Administrativa Financiera;
3) Jacinto Huete Treminio, ex Gerente Ge-
neral, 4) Ivania Del Carmen Rayo Amador,
ex Contadora.

Las causantes fueron las siguientes: 

1) Durante los años 2007 y 2008, la
Alcaldía Municipal de El Ayote no
enteró las cuotas obrero patronal.

2) Entre mayo de 2007 al treinta y uno
de enero del 2009, se realizaron pagos
de servicios que en su mayoría fueron
entre dos, tres y hasta cuatro meses
después de la emisión de los cheques.

3) Alteración de algunas facturas y la
mayoría de esos egresos sin docu-
mentación para justificarlos.

4) El saldo de efectivo en banco del
Informe consolidado de Ingresos y
Egresos del año 2008 era diferente
a lo reflejado en los Estados de la
cuenta bancaria.

5) Ingresos recaudados por agua pota-
ble que no fueron depositados.

6) Desembolso de pago a contratista
cobrado por la misma alcaldía.
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Todas estas acciones provocaron un 
perjuicio económico equivalente a C$ 
1.63 millones de córdobas.

En la alcaldía de Moyogalpa, del departa-
mento de Rivas, en una auditoría realizada 
en 2017, se revisaron los ingresos y gas-
tos del período 2009-2012. Los hallazgos 
de esta fueron publicados en 2017 en la 
resolución aprobada por el Consejo Supe-
rior de la CGR RIA-CGR-791-17, en la cual 
se presume responsabilidad penal a cargo 
de: 1) Carlos Javier Guzmán Díaz, ex Alcal-
de Municipal, 2) Sandra Bemilda Vargas, 
ex Responsable de Administración Tribu-
taria; 3) Roberto Guillén Marín, Ex-Admi-
nistrativo Financiero.

Las acciones que causaron la presunción 
de responsabilidad penal fueron las si-
guientes:

» Se efectuaron egresos sin evidencia
que amparen o los soportes corres-
pondientes a viáticos, préstamos
reembolsables, préstamos perso-
nales a favor de la municipalidad,
gastos legales, intereses bancarios,
gastos médicos, ayudas sociales
y económicas, pagos de planillas,
compra de vestuarios para el per-
sonal de la comuna, compras de
alimentos y refrigerios, compras
de materiales, pago de transporte
de materiales, pagos por servicios
filarmónicos, adquisición de equipo
de sonido para la Alcaldía, trabajo de
divulgación y prensa ( propaganda).

Todas estas erogaciones componen el 
perjuicio económico calculado a la alcal-
día que ascendió a C$ 1.60 millones de 
córdobas.

Alcaldías de Camoapa, 
Jalapa y Diriá
En la alcaldía de Camoapa, departamento 
de Boaco, se realizó auditoría en 2018, re-

visando la ejecución de los presupuestos 
de los años 2008 y 2009. Esta fue apro-
bada por el Consejo Superior de la CGR en 
2018 a través de la resolución RIA-CGR-
673-18f,  en la cual se detalla que se pre-
sume responsabilidad penal para: 1) José 
Plutarco Hernández Jiménez, ex Concejal 
y ex Alcalde Municipal; 2) Lucía del Car-
men Duarte Meléndez, ex Administrativa 
Financiera; 3) Rita Cristina García Robleto, 
Responsable de Contabilidad, 4) Rolando 
Ruíz Díaz, ex Alcalde; 4) José Fletes Díaz, 
Responsable de Recursos Humanos.

Las causas señaladas en la resolución 
apuntan a lo siguiente: 

1) Deducciones laborales de funciona-
rios municipales no enteradas a ins-
tituciones correspondientes (INSS,
DGI, otras) durante los años 2008-
2010 equivalentes a C$1,029,590.13;
no hay evidencia de su depósito, uso y
destino final.

2) Contratación de personal que no
tenía cargo en el organigrama de la
alcaldía y por tanto no justificaba
su contratación ni la asignación de
recursos para tal fin.

3) Retiro de fondos de las cuentas ban-
carias sin justificación, ni documen-
tos soportes que demuestren su uso.

4) Emisión de cheque de compra a pro-
veedor que no se efectuó.

5) Falta de pagos oportunos al Instituto
Nicaragüense de Seguridad Social de
las cuotas obrero patronal de algunos
meses de los años 2008, 2009 y 2010.

El perjuicio económico calculado por la 
presunción de responsabilidad penal 
encontrado en esta auditoría ascendió a 
C$ 1.26 millones de córdobas. 

A la alcaldía de Jalapa por otra parte, se-
gún la resolución RIA-CGR-1362-15 apro-
bada por el Consejo Superior de la CGR 
en el año 2015, se le hizo una auditoría en 
2013, la cual revisó los hallazgos de otras 
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auditorías realizadas en 2008 a los pre-
supuestos de 2004, 2005, 2007 y 2008. 
Según la información publicada, se presu-
mió responsabilidad penal a: 1) Humberto 
Alejandro Pérez Largaespada, ex Alcalde, 
2) Óscar Danilo Montiel Sanabria, ex Vice
Alcalde; 3) Jorge Aquiles Abarca Mejía, ex
Director de Recaudaciones y ex Inspec-
tor Interno. Las razones para emitir estos
hallazgos fueron las siguientes:

1) Desembolsos de gastos no justifi-
cados para adquisición de bienes y
materiales.

2) Adquisición de tres (3) préstamos
que se comprobaron no ingresaron a
las cuentas municipales, ya que no se
encontró documentación que así lo
indique.

3) Parte de anticipos no justificados a
nombre de servidores municipales
en ese entonces. Según los alegatos
de la auditorías, “los documentos
presentados como soportes de los
desembolsos contenían alteraciones,
manchones y enmendaduras”.

4) “No se suministró a la auditoría los
registros contables y los informes
mensuales de ejecución presupues-
taria de ingresos y egresos, infor-
mes diarios de ingresos y egresos y
registros auxiliares generados por
el Sistema SISCO, así como libros de
bancos, conciliaciones bancarias de
los períodos del uno de enero de dos
mil siete al treinta y uno de diciembre
de dos mil ocho”.

5) Las autoridades municipales del
período 2005-2008 auditado, trasla-
daron deudas al Gobierno Municipal
del período (2009-2012), de las cuales
no se mostró la totalidad de los docu-
mentos soportes que evidencien la
legalidad y veracidad de las mismas.

El perjuicio económico por esta presun-
ción de responsabilidad penal asciende 
a C$1.23 millones de córdobas.

Para el caso de la alcaldía de Diriá, depar-
tamento de Granada, resulta parecido al 
de la municipalidad de Jalapa pues audi-
tan el año 2008, es decir, una administra-
ción anterior. Esta auditoría fue realizada 
en 2017, aprobada ese año por el Consejo 
Superior de la CGR, a través de la resolu-
ción RIA-CGR-792-17. En esta se presume 
Responsabilidad Penal solamente a cargo 
de Giancarlos Alberto Ruiz Rodríguez, ex 
Alcalde Municipal de Diriá. 

Las causas para esta presunción de res-
ponsabilidad penal se deben a: 

a) Traslado de transferencias municipa-
les de capital para gastos operativos
de la municipalidad, particularmente
para cubrir pago y cancelación de
préstamos.

b) Autorización para brindar ayudas
sociales que no tienen documenta-
ción soporte de dichos gastos.

Estos agravantes resultaron en un 
perjuicio económico que ascendió a C$ 
1.21millones de córdobas.
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CAPÍTULO 4
ÍNDICE DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS EN ALCALDÍAS DE NICARAGUA
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Urnas Abiertas, para alcanzar los objeti-
vos de esta investigación, recopiló infor-
mación para presentar un índice de la 
transparencia y rendición de cuentas 
de los municipios en el país. No obs-
tante, por las restricciones de acceso a 
la información y el contexto político del 
país, la valoración se hizo a nivel gene-
ral, a partir de la información publicada 
en línea y mediante sondeo realizado a 
integrantes de las redes ciudadanas que 
integran Urnas Abiertas. 

En este sentido, se logró recopilar infor-
mación sobre los presupuestos y contra-
taciones municipales, auditorías realizadas 
por la Contraloría General de la República 
(supervisión formal en el uso de los recur-
sos) y participación de la ciudadanía en 
cabildos municipales. Se tomó en cuenta 
la información publicada en instituciones 
como el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, la Contraloría General de la Re-
pública, y sitios web de alcaldías.

A partir de dicha información, se valora-
ron tres aspectos de la transparencia y 
rendición de cuentas municipales para 
construir el presente índice: 1) informa-
ción brindada por las alcaldías; 2) parti-
cipación de la ciudadanía en la gestión 
municipal; 3) supervisión en el uso de los 
recursos municipales. 

Debido a que esta investigación se centra 
en la transparencia y rendición de cuen-
tas, se presta mayor énfasis a la informa-
ción sobre los recursos municipales, por lo 
tanto se dio un mayor peso a este primer 
aspecto (50%); a la participación y super-
visión se le dio el restante 50% (25 y 25). 

Foto: Fachada del Ministerio de Hacienda y Crédito Público que hasta mediados de 2018  
(año del estallido social) publicaba los datos sobre las finanzas municipales: presupuestos  
de ingresos, gastos, así como el Plan de Inversión Anual (PIA). Crédito: Cortesía El Nuevo Diario.

Información brindada 
por las alcaldías

Supervisión en el uso 
de recursos públicos

Participación de la ciudadanía 
en la gestión municipal

50%

25%

25%
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El índice construido tiene una valoración 
de 0 a 100, calculado a través de una 
ponderación de los tres aspectos men-
cionados anteriormente, valorando en la 
siguiente escala:

Información brindada 
por las alcaldías
Para la puntuación de los niveles de 
información de la alcaldía, se estableció 
que es necesario conocer cuánta infor-
mación se publica sobre presupuestos, 
contrataciones municipales y actividades 
de las alcaldías. El mayor énfasis se le 
otorgó a la información sobre los presu-
puestos (85%), seguido por las contrata-
ciones municipales (10%) y por último las 
actividades de las alcaldías: 

· Sobre la información presupuestaria
se buscó los datos que publica el Minis-
terio de Hacienda y Crédito Público
(MHCP). Aquí se definió que el reporte
que se debe publicar es el del presu-
puesto de 1) ingresos, 2) gastos, 3) Pla-
nes de Inversión Anual. Al respecto se
dividieron dos tipos de datos: si se publi-
can los techos aprobados y ejecutados,
así como el nivel de detalle (individual)
de cada uno.

· Respecto a las contrataciones muni-
cipales, la normativa nicaragüense
menciona que es necesario publicar la
planificación de las contrataciones, así
como los procesos de contrataciones
de las alcaldías en el sitio web Nicaragua
Compra. Por lo tanto se realizó búsqueda
para detectar la cantidad de alcaldías
que habían publicado esta información
al 31 de julio de 2022. La valoración se
hizo sobre cuántas publicaron esta
documentación.

· En cuanto a la información de las activi-
dades municipales, se realizó búsqueda
de los sitios web de las 153 alcaldías del
país y también la red social Facebook. La

Participación ciudadana en la 
gestión municipal
El puntaje a la participación ciudadana se 
obtuvo a partir de un sondeo que realizó 
Urnas Abiertas a 773 personas en 143 mu-
nicipios del país. Se preguntó si sabían de 
cabildos que había hecho su municipalidad 
en los últimos dos años y que si habían 
participado; también se les preguntó si la 
alcaldía de su municipio realizaba reunio-
nes comarcales o comunitarias para cono-
cer las necesidades de estas.

Las preguntas generaban 4 respuestas: 
1) La alcaldía no realizaba cabildos o re-
uniones comarcales; 2) Sí realizaba (pero
no participaban) 3; Sí realizaban y partici-
paban; 4) No sabe; a cada respuesta se le
dio una calificación de 0, 50 y 100, respec-
tivamente, dejando por fuera la opción 4.
A partir de esto se calculó el puntaje para
este indicador.

Supervisión en el uso de 
recursos públicos
Para la construcción del puntaje de Su-
pervisión, se valoró la información publica-
da por la CGR, sobre las auditorías realiza-
das en el último año a las 153 alcaldías del 
país. Las cantidades de alcaldías audita-
das, determinó el puntaje en este aspecto. 

Información sobre 
presupuestos

Ingresos, gastos 
y PIA (techos o 
detalle individual)

Planificación de 
contrataciones  
y procesos de 
contrataciones

Páginas web y 
perfil oficial de 
Facebook

Contrataciones  
municipales

Actividades de  
las alcaldías

85% 10%    5%

valoración se realizó igualmente en base 
a cuántas tenían estos canales de comu-
nicación.
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Índice de transparencia municipal

Tabla 5. Puntaje Aspectos Índice de Transparencia 
y Rendición de Cuentas Municipal

Aspecto Peso Puntuación

Información municipal 50 29

Supervisión 25 47

Participación ciudadana 25 10

ÍNDICE GENERAL 100 28.75

Fuente: Elaboración propia

El Índice Transparencia y Rendición de 
Cuentas de los municipios en Nicaragua 
asciende 28.75, lo cual cataloga a todas 
las alcaldías del país con “Poca” trans-
parencia en la rendición de cuentas.

Este resultado se debe a lo siguiente:
· Las alcaldías desde mediados de 2018

han dejado de publicar en línea los presu-
puestos municipales. Como se mencionó
anteriormente, únicamente se publica el
techo de sus ingresos y gastos en la web
www.transmuni.gob.ni;

· 21 alcaldías tienen sitios web activos,
y 145 tienen páginas de Facebook. Las
alcaldías que tienen páginas web activas
o sus redes sociales solamente publican
información de actividades partidarias,
sin poner a disposición documentos del
uso de los recursos municipales;

· La CGR auditó en 2020 solamente un 47%
de las alcaldías;

· El sondeo de Urnas Abiertas reportó que
solo un 13% de los encuestados conocían
de algún cabildo realizado por la alcaldía
en el último año. Únicamente tres per-
sonas afirmaron que habían participado

en uno. De forma cualitativa, el estudio 
evidenció que se carece de un proceso 
de consulta abierto a la población, pues 
los procesos de participación ciudadana 
está condicionado por las preferencias 
políticas, específicamente inclinado a 
simpatizantes sandinistas, por esa razón 
las personas consultadas muestran un 
bajo nivel de involucramiento.   

Niveles de transparencia en 
cabeceras departamentales
En este informe se pudo extrapolar la 
metodología del Índice de Transparencia 
Municipal en 15 municipios cabeceras 
departamentales. Se siguió el mismo pro-
cedimiento explicado anteriormente y se 
midió el año 2021, siendo los resultados 
siguientes:

http://www.transmuni.gob.ni;
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Como se observa en la tabla anterior, con 
excepción de Boaco, Jinotega y Mana-
gua, todos los municipios están eva-
luados por debajo del nivel del Índice 
de Transparencia Municipal General 
(28.75). 

Todos los municipios presentan los mis-
mos niveles de información presupues-
taria. En cuanto a sistemas tecnoló-
gicos de publicación de información, 

Tabla 6. Índice de Transparencia Municipal en las 
cabeceras departamentales de Nicaragua

Fuente: Elaboración propia. Medición para 2021.

Municipio Información 
Municipal

Participación 
ciudadana

Índice Transparencia 
Municipal

Bluefields 32 9 18

Boaco 28.5 25 31

Chinandega 32 0 26

Estelí 32 8 28

Granada 32 0 26

Jinotega 32 30 34

Jinotepe 28.5 0 24

Juigalpa 32 0 26

León 28.5 0 24

Managua 32 36 35

Masaya 28.5 0 24

Matagalpa 32 0 26

Ocotal 28.5 0 24

Puerto Cabezas 32 8 18

Rivas 22.5 0 21

San Carlos 22.5 0 21

Somoto 22.5 0 24

todos divulgan contenido en su red social 
Facebook; pero en cuanto a sitio web, las 
siguientes alcaldías no tienen activa o no 
comparten ningún tipo de comunicado o 
reporte  desde hace más de 3 años: Boa-
co, Jinotepe, León, Masaya, Ocotal, Rivas, 
San Carlos y Somoto.

En cuanto a la información de contrata-
ciones, todos publicaron sus Planes Ge-
nerales de Contrataciones, sin embargo, 
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Rivas y San Carlos, por motivos descono-
cidos solamente publicaron 2 procesos sin 
dar a conocer información sobre a quié-
nes se les adjudicó, por lo cual se calificó 
como que no publicaron sus procesos de 
contrataciones.

En cuanto a la supervisión por parte de 
la CGR, en 2020 (último año que se tiene 
información sobre el trabajo de esta ins-
titución) se identificó que tanto Bluefields 
como Puerto Cabezas, no fueron audita-
dos.

En cuanto a la participación ciudadana, 
que es el pilar más débil, se logró encon-
trar, teniendo en cuenta el sondeo realiza-
do por UA a su red ciudadana, que sola-
mente en 6 municipios se detectó algún 
tipo de participación de los encuestados 
en cabildos municipales. 

Se puede observar que las 17 cabeceras 
departamentales se pueden categorizar 
como con “Poca” o “Casi nada” de trans-
parencia en la rendición de cuentas, 
siendo las cabeceras con peor rendimien-
to Bluefields y Puerto Cabezas, ambas en 
la Costa Caribe de Nicaragua.
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Corrupción, transparencia  
y rendición de cuentas  
municipal:

·	 Desde mediados de 2018, la información 
sobre los presupuestos municipales es 
mínima. 

·	 Si bien es cierto, la información sobre las 
contrataciones de las alcaldías se sigue 
publicando, se desconoce cuáles son los 
gastos e ingresos individuales que tienen 
las diferentes alcaldías del país. 

·	 El sondeo realizado por Urnas Abiertas a 
773 personas de su red voluntaria en 143 
municipios muestra que muy pocas per-
sonas conocen acerca de la información 
del presupuesto público de su municipio. 
Al preguntar sobre si la alcaldía había 
publicado en algún medio local o nacio-
nal información sobre el presupuesto de 
2021 o el actual de 2022, el 67% contestó 
que no y el 27% que no sabía, lo cual cla-
ramente deja ver que no hay un sistema 
claro de publicación sobre la información 
de los presupuestos municipales. 

·	 Los resultados generales del sondeo 
muestran que la gran mayoría de las per-
sonas consultadas creen que la pobla-
ción tiene poco margen de incidencia en 
las decisiones de los gobiernos municipa-
les. El 80% cree que los mecanismos de 
participación no permiten que la pobla-
ción pueda incidir en las decisiones de la 
gestión municipal. 

·	 La única información detallada que 
se puede consultar sobre el uso de los 
recursos de las alcaldías son las contra-
taciones. 

·	 Según el Índice de Transparencia Munici-
pal, construído por Urnas Abiertas, todas 
las alcaldías de las 17 cabeceras departa-
mentales se catalogan con “Poca” o “Casi 
nada” de transparencia en la rendición 
de cuentas. Managua es la alcaldía con 
mayor puntaje, mientras que Bluefields y 
Puerto Cabezas presentaron los peores 
desempeños.

Auditorías de la Contraloría 
General de la República: 

·	 Entre 2011 y 2020 esta entidad ha audi-
tado anualmente en promedio al 58% de 
las instituciones municipales. Entre 2011 
y 2014 el promedio anual fue del 37%, 
entre 2015 y 2017 un 86% y entre 2018 y 
2020 un 58%.

·	 En el período 2015-2018 según la infor-
mación reportada por los informes de 
gestión de la CGR, se encontraron res-
ponsabilidades en funcionarios de 62 
Alcaldías. 

·	 El perjuicio económico hacia las alcaldías 
por las responsabilidades civiles, admi-
nistrativas y presunción penales ascien-
den aproximadamente a más de más de 
C$ 50.75 millones de córdobas (poco 
menos de millón y medio de dólares) en 
perjuicio a las alcaldías por funcionarios 
municipales que fueron imputados por 
responsabilidades civiles y presunción 
penal entre 2015 y 2020.

·	 A pesar de los bajos niveles de transpa-
rencia y rendición de cuentas que existen 
en el país en general, y en las alcaldías en 
específico, apenas un total 1.5 millones 
de dólares fueron investigados en perjui-
cio económico en los últimos años contra 
las alcaldías.

·	 Los casos de hallazgos de responsabili-
dades y de perjuicio económico se han 
visto mayormente en municipalidades 
pequeñas y son casos que por lo general 
no han salido a la luz pública. Solamente 
en 7 cabeceras departamentales (de 17) 
se encontraron perjuicios económicos 
por la gestión anómala de funcionarios, a 
pesar de que los presupuestos más gran-
des se encuentran condensados en estas 
comunas.

·	 La CGR realiza acciones de menor 
impacto que no resuelven ni de manera 
estructural ni coyuntural el estado pre-
cario de la transparencia municipal.
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·	 Aunque la CGR detectó casos con fun-
cionarios municipales con presunción 
penal en cuanto a los perjuicios que se 
le realizaron a las alcaldías, los casos 
no siguieron el curso establecido de las 
investigaciones y fueron desvanecidos al 
llegar al Ministerio Público y a la Procura-
duría General.

·	 La CGR no está auditando a las munici-
palidades en tiempos óptimos, lo que no 
permite detectar actos de corrupción de 
los funcionarios en funciones, sino hasta 
que estos han dejado sus cargos. 

·	 Los casos detectados por la CGR están 
vinculados principalmente a malver-
sación y desvío de fondos públicos. En 
menor medida también se observaron 
a funcionarios que utilizaron su cargo 
público para obtener beneficios persona-
les o a terceros, ausencia o manipulación 
de soportes financieros y uso inadecuado 
de las Transferencias Municipales. Sin 
embargo, las auditorías se limitan a revi-
siones financieras, mientras que la ciuda-
danía no tiene mecanismos de denuncias 
para que la corrupción local sea preve-
nida, investigada y sancionada.
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Anexo 1. Instituciones públicas con páginas web 
oficiales en funcionamiento

Institución Web Tipo  
institución

Alcaldía de Bluefields https://www.bluefields.
gob.ni/ Alcaldía

Alcaldía de Bonanza https://alcaldiabonan-
za.gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Chinandega http://www.alcaldiade-
chinandega.gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Ciudad Sandino https://www.alcisa.gob.
ni/ Alcaldía

Alcaldia de Estelí https://alcaldiaesteli.
gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Granada https://alcaldiadegra-
nada.wordpress.com/ Alcaldía

Alcaldía de Jinotega https://alcaldiajinotega.
gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Juigalpa https://juigalpan.gob.
ni/ Alcaldía

Alcaldía de La Paz Centro https://lapazcentro.
com/index.html Alcaldía

Alcaldía de Las Sabanas https://lassabanas.
wordpress.com/ Alcaldía

Alcaldía de Managua  https://www.managua.
gob.ni/es/ Alcaldía

Alcaldía de Masaya https://www.masaya.
gob.ni/ Alcaldía

Alcaldía de Sébaco https://www.alcaldia-
sebaco.gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Somoto  http://www.alcaldiaso-
moto.gob.ni/ Alcaldía

Alcaldia de Murra https://alcaldiamunici-
palmurra.es.tl/# Alcaldía

Alcaldía de Nueva Guinea https://www.alcaldia-
nuevaguinea.com/ Alcaldía
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Institución Web Tipo  
institución

Alcaldía de Puerto Cabezas https://www.alcaldia-
puertocabezas.com/ Alcaldía

Alcaldia de San Dionisio www.alcaldiasandioni-
sio.gob.ni/ Alcaldía

Alcaldía de Somoto http://www.alcaldiaso-
moto.gob.ni/ Alcaldía

Alcaldía de Tipitapa https://www.tipitapa.
gob.ni Alcaldía

Alcaldía de Tola https://alcaldiadetola.
gob.ni/ Alcaldía

Asamblea Nacional https://www.asamblea.
gob.ni/ Gubernamental

Autoridad Nacional del Agua (ANA) http://www.inaa.gob.ni/ Gubernamental

Banco Central de Nicaragua: Bienveni-
dos al BCN

https://www.bcn.gob.
ni/ Gubernamental

Biblioteca Nacional Rubén Darío https://www.bnrd.gob.
ni/ Gubernamental

Superintendencia de Bancos y de Otras 
Instituciones Financieras de Nicaragua 
- SIBOIF

https://www.superin-
tendencia.gob.ni/ Gubernamental

Carrera Administrativa Municipal – CAM https://cam.gob.ni/ Gubernamental

Centro de Trámites de las Exportacio-
nes

https://www.cetrex.
gob.ni/ Gubernamental

Comisión de Apelación del Servicio Civil https://www.casc.gob.
ni/ Gubernamental

Comisión Nacional de Microfinanzas http://www.conami.
gob.ni/ Gubernamental

Comisión Nacional de Registro y Con-
trol de Sustancias Tóxicas https://cnrcst.gob.ni/ Gubernamental

Comisión Nacional de Zonas Francas https://cnzf.gob.ni/es Gubernamental

Consejo Nicaragüense de Ciencia y 
Tecnología - CONICYT

http://www.conicyt.
gob.ni/ Gubernamental

Contraloría General de la República https://www.cgr.gob.
ni/ Gubernamental

Correos de Nicaragua http://www.correos.
gob.ni/ Gubernamental
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Institución Web Tipo  
institución

Dirección General de Ingresos https://dgienlinea.dgi.
gob.ni/ Gubernamental

Empresa Nicaragüense de Alimentos 
Básicos - ENABAS

https://www.enabas.
gob.ni/enabas Gubernamental

Empresa Nicaragüense de Electricidad 
- ENEL https://enel.gob.ni/ Gubernamental

ENATREL – Empresa Nacional de Trans-
misión Eléctrica

https://www.enatrel.
gob.ni/ Gubernamental

FCSP – Fortalecimiento de Capacida-
des para Servidores Públicos https://fcsp.gob.ni/ Gubernamental

FISE - Fondo de Inversión Social de 
Emergencia http://www.fise.gob.ni/ Gubernamental

FOGADE – El Fondo de Garantía de De-
pósitos de las Instituciones Financieras https://fogade.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Aeronáutica 
Civil - INAC

 https://www.inac.gob.
ni/ Gubernamental

Instituto Nicaraguense de Cultura - INC https://www.inc.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Estudios Te-
rritoriales - INETER

 https://www.ineter.
gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nacional de Información de 
Desarrollo - INIDE

https://www.inide.gob.
ni/ Gubernamental

Instituto Nicaraguense De La Pesca Y 
Acuicultura - INPESCA http://inpesca.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Seguridad 
Social - INSS

https://inss-princ.inss.
gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Deportes http://www.ind.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de energía https://www.ine.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Fomento 
Municipal – INIFOM http://inifom.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Turismo – 
INTUR

https://www.intur.gob.
ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Tecnología 
Agropecuaria - INTA https://inta.gob.ni/ Gubernamental

Instituto de Protección y Sanidad Agro-
pecuaria - IPSA

https://www.ipsa.gob.
ni/ Gubernamental

Trabajando por tu futuro y bienestar - 
ISSDHU

https://www.issdhu.
gob.ni/ Gubernamental
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Institución Web Tipo  
institución

La Gaceta Nicaragua https://www.lagaceta.
gob.ni/ Gubernamental

Cinemateca Nacional Nicaragua https://www.cinemate-
ca.gob.ni/ Gubernamental

Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales - Marena

http://www.marena.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio de Economía Familiar - ME-
FCCA

https://www.economia-
familiar.gob.ni/ Gubernamental

Ministerio de Fomento Industria y Co-
mercio - MIFIC

https://www.mific.gob.
ni/ Gubernamental

Ministerio de Gobernación - MIGOB https://www.migob.
gob.ni Gubernamental

Ministerio de Educación - MINED https://www.mined.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio de Defensa https://www.midef.gob.
ni/ Gubernamental

Ministerio de Energía y Minas – MEM https://www.mem.gob.
ni/ Gubernamental

Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co - MHCP

https://www.hacienda.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio de la Mujer - MINIM https://www.minim.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio de Salud - MINSA https://www.minsa.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio del Trabajo - MITRAB http://www.mitrab.gob.
ni/ Gubernamental

La Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos (PDDH)

https://www.pddh.gob.
ni/ Gubernamental

Procuraduría General de la República - 
PGR

https://www.pgr.gob.
ni/ Gubernamental

Plan Nacional de Lucha Contra la Po-
breza y para el Desarrollo

https://www.pndh.gob.
ni/ Gubernamental

Policía Nicaragua https://policia.gob.ni/ Gubernamental

Poder Judicial de la Republica de Nica-
ragua

http://www.poderjudi-
cial.gob.ni/ Gubernamental
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Institución Web Tipo  
institución

Procompetencia Nicaragua https://procompeten-
cia.gob.ni/ Gubernamental

Registro Público de la Propiedad http://www.registropu-
blico.gob.ni/ Gubernamental

Consejo Supremo Electoral - CSE https://cse.gob.ni/ Gubernamental

SINAPRED - Inicio https://www.sinapred.
gob.ni/ Gubernamental

Dirección General de Servicios Aduane-
ros - DGA https://www.dga.gob.ni Gubernamental

Ministerio Público de la República de 
Nicaragua

https://ministeriopubli-
co.gob.ni/ Gubernamental

Sistema Nacional de Inversiones Públi-
cas - SNIP http://www.snip.gob.ni/ Gubernamental

Instituto Nicaragüense de Telecomuni-
caciones y Correos - TELCOR https://telcor.gob.ni/ Gubernamental

Tribunal Aduanero y Tributario Adminis-
trativo – TATA https://tta.gob.ni/ Gubernamental

Unidad de Análisis Financiero - UAFSI-
TE

https://www.uaf.gob.
ni/ Gubernamental

Ministerio Agropecuario https://www.mag.gob.
ni/ Gubernamental

Ministerio de la familia, adolescencia y 
niñez

https://web.mifamilia.
gob.ni/voronoi/ Gubernamental

Ministerio de transporte e infraestruc-
tura

https://biblioteca.mti.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio del ambiente y de los recur-
sos naturales

https://www.marena.
gob.ni/ Gubernamental

Ministerio del Trabajo http://www.mitrab.gob.
ni Gubernamental



Anexo 2. Perjuicio económico encontrado en auditorías de la CGR por 
responsabilidades civiles (cifras en córdobas)

No. Alcaldía 2015 2016 2017 2019 2020 Total

1 Alcaldía de Siuna
1,646,200.00 1,646,200.00

2 Alcaldía de Prinzapolka 680,978.88 246,875.28 927,854.16

3 Alcaldía de Waspam 869,911.50 869,911.50

4 Alcaldía de Boaco 821,631.32 821,631.32

5 Alcaldía de El Ayote 742,899.01 23,354.00 766,253.01

6 Alcaldía de la Desemboca-
dura de Ríos Grande

642,549.65

7 Alcaldía de Mulukukú 558,771.60

8 Alcaldía de Chichigalpa 142,619.92 8,600.00 350,981.81 502,201.73

9 Alcaldía de Comalapa 420,723.22 420,723.22

10 Alcaldía de Puerto Cabezas 170,004.00 242,320.00 412,324.00

11 Alcaldía de Blueffields 374,094.22 374,094.22

12 Alcaldía de El Jicaral 307,440.00 307,440.00
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No. Alcaldía 2015 2016 2017 2019 2020 Total

13 Alcaldía de Murra 305,712.17 305,712.17

14 Alcaldía de Diriá 284,896.49 284,896.49

15 Alcaldía de Rivas 261,270.90 261,270.90

16 Alcaldía de Bonanza 192,289.90 192,289.90

17 Alcaldía de San Lucas 174,994.90 174,994.90

18 Alcaldía de Mateare 156,825.37 156,825.37

19 Alcaldía de San Miguelito 155,560.00 155,560.00

20 Alcaldía de Wiwilí 149,732.15 149,732.15

21 Alcaldía de Masaya 142,489.38 142,489.38

22 Alcaldía de Nueva Guinea 137,600.00 137,600.00

23 Alcaldía de San Fernando 114,470.10 114,470.10

24 Alcaldía de El Rosario 112,828.82 112,828.82

25 Alcaldía de San Francisco 
de Cuapa

104,506.36 104,506.36

26 Alcaldía de Condega 103,500.00 103,500.00

27 Alcaldía de El Viejo 95,198.88 95,198.88

28 Alcaldía de El Coral 84,274.90 84,274.90

29 Alcaldía de Telpaneca 74,923.35 74,923.35
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No. Alcaldía 2015 2016 2017 2019 2020 Total

30 Alcaldía de El Castillo 65,013.28 65,013.28

31 Alcaldía de Río Blanco 48,442.93 48,442.93

32 Alcaldía de Corinto 47,927.97 47,927.97

33 Alcaldía de Moyogalpa 46,337.17 46,337.17

34 Alcaldía de la Paz Carazo 46,124.00 46,124.00

35 Alcaldía de Masatepe 30,000.00 15,000.00 45,000.00

36 Alcaldía de Nagarote 27,959.87 27,959.87

37 Alcaldía de Diriamba 18,830.22 18,830.22

38 Alcaldía de Nandasmo 14,594.53 14,594.53

39 Alcaldía de Managua 14,500.00 14,500.00

40 Alcaldía de Villa El Carmen. 11,304.50 11,304.50

Grand Total 1,864,232.95 1,155,009.37 5,643,245.79 2,525,299.54 99,274.90 11,287,062.55
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Anexo 3. Perjuicio económico encontrado en auditorías de la CGR por 
presunciones penales (cifras en córdobas)

2015 2016 2017 2019 2020 Total
1 Alcaldía de San Juan de Oriente 1,272,963.71 2,823,966.87 4,096,930.58

2 Alcaldía de Siuna 2,827,820.29 2,827,820.29

3 Alcaldía de Comalapa 1,911,044.75 1,911,044.75

4 Alcaldía de Rosita 1,834,982.48 1,834,982.48

5 Alcaldía de El Ayote 1,638,125.71 1,638,125.71

6 Alcaldía de Mayogalpa 1,604,026.65 1,604,026.65

7 Alcaldía de Posoltega 1,427,705.14 1,427,705.14

8 Alcaldía de Cinco Pinos 0 Chinandega 1,310,582.52 1,310,582.52

9 Alcaldía de Jalapa 1,238,145.26 1,238,145.26

10 Alcaldía de Diriá 1,219,500.00 1,219,500.00

11 Alcaldía de Puerto Cabezas 969,739.33 969,739.33

12 Alcaldía de Chichigalpa 687,080.82 687,080.82

13 Alcaldía de El Coral 425,873.91 425,873.91

14 Alcaldía de Santo Tomás 196,732.63 51,965.55 248,698.18

15 Alcaldía de Villa Sandino 194,635.90 194,635.90

16 Alcaldía de Villa El Carmen 174,524.00 174,524.00

17 Alcaldía de San Juan de Río Coco 104,809.16 104,809.16

18 Alcaldía de Mulukukú 80,000.00 80,000.00

19 Alcaldía de Chinandega 60,255.00 60,255.00

20 Alcaldía de Telpaneca – Madriz 19,042.83 19,042.83

21 Alcaldía de Managua 8,767.75 8,767.75

Total 7,366,713.69 969,739.33 10,084,330.85 3,661,506.39 22,082,290.26
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Anexo 4. Aspectos y puntuación para la cons-
trucción del Índice de Transparencia y rendición 
de cuentas municipal

Aspecto/Información valorada Peso Puntuación

Información presupuestos 50 29

Techos de Ingresos 20 20

Detalles de los ingresos 80 0

Techos de los gastos 20 20

Detalles de los gastos 80 0

Techo plan de inversión anual 20 20

Detalle plan de inversión anual 80 0

Información general alcaldía 5 38

Información sobre contrataciones 10.00 98.00

Supervisión 25 47

Año 2020

Alcaldías auditadas último año 72

Porcentaje auditado 47%

Participación 25 9

Cabildos 8

Reuniones comarcas y comunidades 11

Aspecto Peso Puntuación

Información municipal 50 28.7

Supervisión 25 47

Participación ciudadana 25 9

ÍNDICE DE TRANSPARENCIA 28.75

Fuente: Elaboración propia.
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